CONSTI II.  DERECHOS Y LIBERTADES 

Tema 1. Evolución del Sistema de derechos y libertades

Evolución del sistema de derechos y libertades: aparición de diversos tipos de derechos

- Hoy no se puede hablar de derechos sin constitución. El Estado siempre va aparejado a la constitución. Por lo tanto, los DF forman parte de la forma de ese nuevo Estado. El concepto de Derecho va ligado al concepto de Estado y al concepto de Constitución:
- Los DF en un primer momento se entendían como derechos de las personas con independencia de su recopilación en un texto. Eran los Derechos Naturales de las personas por el simple hecho de serlo.
- Pese a esto, hay que tener en cuenta que en la primera fase no era cierto que se tuvieran derechos solo por el simple hecho de ser personas, sino que la realidad respondía a derechos pertenecientes a ciertos estamentos

- Un segundo paso fue entender por derechos solo aquellos que se acogían en un texto normativo (norma o constitución) en la sede de una sociedad organizada. Requerían su positivización (típico de las constituciones y textos del liberalismo)

- El tercer paso es el proceso de fundamentalización es cuando aparecen las constituciones con valor de norma jurídica con sus procedimientos de garantía (1919 Alemania, 1920 Austria…generalizado tras la II GM). El paso a la fundamentalización se da en el s. XX.

- La tercera fase implica, no solo su reconocimiento, sino también la posibilidad de ponerlos a la práctica.

- Así pues, la aparición de estos derechos es prácticamente simultánea a la aparición del Estado, en sentido moderno, o a la aparición de Constitución como norma-procedimiento regulador de los poderes políticos de ese Estado.

- La primera fase de Estado (en sentido moderno) se sitúa en el s. XV y XVI cuando se produce la concentración de los poderes y los territorios a una sola autoridad (frente a la fragmentación del feudalismo( nace el Estado absoluto). 
En este origen del Estado se habla de los derechos como mecanismos de protección frente al monarca. Así aparece la idea de los derechos del hombre como límite a esa autoridad absoluta.
- En el s. XVIII y XIX hay una reacción al Estado absoluto: la progresiva implantación del Estado liberal que supone el reparto de esos poderes. En este sentido, la noción de derechos está en el sustrato de la idea de reparto de ese poder. Aparece la idea de Derechos de los Ciudadanos y la positivización de los mismos:
( Los fines del Estado liberal es equiparar los poderes y el reconocimiento de derechos y libertades de los ciudadanos (r reparto de poder). El Estado liberal responde a unas premisas doctrinales que entendían que los hombres, por el simple hecho de serlo, nacen iguales y libres, por tanto pueden tener los mismos fines o incluso interferir en los derechos de otros. Así para garantizar esa libertad todos suscriben un PACTO ( limitan su libertad (renuncian) para garantizar derechos y otras libertades y así no se esté en continua lucha. 
A través de ese Pacto se forma el Estado y los hombres ceden su poder en forma de competencias a los órganos de ese Estado, pero se guardan parte de su poder en ámbitos que estos órganos no van a poder entrar.  Estos ámbitos se traducen en derechos.

El Pacto tiene que ser abierto para salvaguardar su libertad y la propiedad.

Los derechos de los ciudadanos surgen en el contexto del Estado liberal, aunque existen antecedentes remotos (ej. Carta Magna GB s.XIII), pero no son textos jurídicos.
(  Hablamos de la positivización de unas costumbres que garantizan un ámbito de las personas frente a las ingerencias del Rey, siendo derechos de los individuos por el hecho de pertenecer a un determinado estamento. Los documentos post-revolucionarios donde por primera vez se acogen derechos de los ciudadanos:


- Declaración de derechos de las antiguas colonias británicas 1776 (EUA)


- Declaración de derechos humanos y ciudadanos 1789 (EUROPA)
- A partir de esta aparición de los derechos, estos van a ser recogidos en todas las constituciones. En la medida que estos derechos se van recogiendo en las constituciones, su propia evolución va a influir en la evolución del constitucionalismo:

( EEUU: Tras la declaración de derechos de las antiguas colonias británicas, la Constitución americana es aprobada en 1787 sin una declaración de derechos. En 1789 se redactan las 10 primeras enmiendas a la constitución en donde se acogen la declaración de derechos de los individuos del pueblo americano. A partir de ahí de la entrada en vigor (positivización) de las enmiendas (1791), se le da el valor constitucional a esos dºs.
Se produce una recepción hasta 1803, con el caso Marbury VS Madison, donde se da un salto cualitativo por el que el TS entiende que la constitución no es un mero documento que redistribuya los poderes entre los órganos del Estado, sino que es un documento jurídico normativo con consecuencias. Así, pues, el TS será el que controlará en última instancia la adecuación de la actuación de los poderes públicos a las normas constitucionales.

( EUROPA: El proceso se inicia a finales del siglo XVIII, pero no se empieza a fraguarse hasta el periodo de entreguerras del siglo XX y se consolida a partir de la segunda guerra mundial.
-En el ámbito europeo suele indicarse como origen a la aparición de los derechos los documentos británicos del siglo XIII (carta Magna) y los del siglo XVII (Petición de derechos de 1628, el habeas corpus de 1679 y la Declaración de derechos de 1689).

Desde el pto de vista constitucional, pese a la importancia simbólica de estos escritos, no se puede decir que los derechos tengan su origen en estos documentos. No tienen eficacia, no acogen derechos, sino una serie de costumbres de la época que intentaban garantizar los abusos de poder del monarca británico. Solo se predicaban para un sector (iglesia,…) de la sociedad de la época (ej: derecho de petición: para los que tenían dinero y designaban los representantes en el parlamento).
- La primera vez que efectivamente se produce la aparición de estos derechos de la persona es en 1789 (movimiento revolucionario francés)
(( Evolución europea hacia la fundamentalización de estos derechos:

- Aparece el Estado liberal como reacción al absolutismo. Para que haya una constitución en sentido valorativo:

1) Separación de Poderes


2) Derechos Fundamentales

- La primera transposición con valor constitucional de estos derechos fue en la Constitución francesa de 1791 (1ªliberal). No los incorpora, pero le da valor institucional a la declaración de 1789. A partir de aquí, se da la evolución de los derechos en el constitucionalismo continental de forma simultánea a la evolución del concepto constitución.
a) Evolución de los derechos en las constituciones liberales
- Todas las constituciones liberales intentan acoger el modelo previsto en la Declaración de derechos del hombre y del ciudadano de 1789. Derechos:

1) Libertad: en algunas ocasiones se concreta mas y se hace referencia a la libertad religiosa, de prensa…

2) Igualdad: todos somos iguales ante la ley. La primera manifestación del principio de igualdad es que todos han de mantener al Estado, es decir, todos pagan impuestos en función de sus rentas.

3) Propiedad: Términos absolutos:  “Donde yo soy propietario, nadie puede entrar”

4) Seguridad Personal: A través del pacto en la comunidad política organizada se renuncia a parte de la libertad  y en tanto en cuanto cuando se comete alguna infracción debe haber una ley preexistente y un juez que te juzgue. (hoy en día esto sería equivalente a legalidad penal, tutela judicial…)
- Características básicas de las declaraciones de derechos acogidas a lo largo del siglo XIX:

a) Ninguna de ellas tiene eficacia jurídica. Las constituciones no tenían el valor de norma jurídica. Establecían los fundamentos en los que debía avanzarse el nuevo estado que se configuraba y tb establecían el reparto de poder (aquí introduciríamos los derechos fundamentales).

b) Garantizan un espacio de libertad y NO intromisión de los poderes públicos. Esclarece un ámbito personal de libertad frente a los poderes públicos en forma de derechos fundamentales. Estos derechos se accionan frente al Estado (se abstiene de actuar en esos ámbitos)
c) Las normas constitucionales no establecen mecanismos y garantías. Únicamente enuncia los derechos.

b) Evolución de los derechos en las constituciones democráticas

- Empieza a fraguarse a finales del siglo XIX y se consolida en el s.XX. A los derechos tradicionales se añaden otros derechos. Ahora, también es importante reconocer que el ciudadano tb tiene algún mecanismo de  participación del individuo en el Estado (derecho de sufragio activo o pasivo…)
c) Evolución de los derechos en las constituciones sociales.

- Empieza a aparecer en el s.XX (1919 C.Weymar) y se consolida a partir de la segunda mitad de siglo. En nuestro contexto destacar la constitución republicana de 1917, de 1931,…Además de que las constituciones pasan a recibir el principio social , se pasa al concepto de constitución como norma jurídica  superior y suprema
- Así pues, cuando empieza a fraguarse el constitucionalismo social, empieza a fraguarse el concepto de constitución (la cual lleva aparejada la fundamentalización de los derechos fundamentales).

- El control  de constitucionalidad servirá para verificar la actuación de los poderes públicos conforme a las normas constitucionales. Así, como los DF son una parte de esas normas constitucionales, tendremos el control de constitucionalidad en última instancia para garantizar los derechos.
- Influencias del principio social  en los derechos fundamentales de los ciudadanos:

- El principio social influye en los tradicionales derechos (liberales y democráticos) que hasta ese momento habían ido incorporándose en los textos constitucionales:

1) Influencias en los derechos LIBERALES:

a) La intervención del Estado el ámbito social, económico y cultural ( el estado debe intervenir para la mejor efectividad de los derechos reconocidos a las personas (ej: en la libertad ideológica, religiosa…el estado tiene que dar dinero –prestaciones- a las congregaciones religiosas para que puedan seguir manteniendo unos fines…)
- El Estado interviene frente a la abstención liberal.

b) Se hace primar el Interés general ( Muchos derechos individuales han de ser “sacrificados” por utilidad social (ej: se acepta el derecho a la propiedad condicionándolo a su utilidad social y por tanto se permite su expropiación)

- Así, los derechos de la propiedad (art 33 CE) o a la libertad de empresa (38 CE) son derechos liberales condicionados a la utilidad/fin social.

- El Estado podría llegar a privar al titular de los derechos por causas justificadas

2) Influencias en los derechos DEMOCRÁTICOS:

a) En los derechos de participación ( La participación política es transformada también en una participación de carácter social para los que pertenezcan a esa colectividad (trabajadores, consumidores, jubilados….)

- Los trabajadores tienen derecho a participar en las empresas o en determinados órganos que establece el estado para las políticas laborales, sociales…

- Los consumidores tendrán derecho a participar en los órganos del Estado y en las decisiones del ámbito económico

b) En los derechos sociales, culturales o económicos ( Este nuevo grupo de derechos necesitan una actuación positiva de los poderes públicos para posibilitar la mejor efectividad del derecho y para la propia existencia de ese derecho.

- Ejemplo: todos tenemos derecho a la educación, pero para eso necesitamos que el Estado construya escuelas pública
- Las garantías de estos derechos (cap III, Tit I) vienen condicionadas por lo que pueda decir el legislador con posterioridad.

Tradición constitucional en materia de derechos en el ordenamiento constitucional español:

1)  Constitución de Cádiz de 1812 (la 1ª liberal)
- No tenía una declaración de derechos pero acoge en un solo precepto cuales sean los derechos de los españoles de la época (en ningún momento menciona la palabra derechos)

- Art 4: libertad, propiedad, derechos naturales sin concretar cuales son…Establecía una garantía a través de las leyes reguladas por el legislador. 

- Art 8: referencia al principio de igualdad

- En otros art hace rfcia  al principio de seguridad personal 

- En el Estatuto Real de 1834 no hay una declaración de derechos

2) Constituciones progresista de 1837 y conservadora de 1845

- establecen derechos
3) Constitución progresista de 1869

- Es la primera declaración de derechos. Tit I: “De los Españoles y sus derechos”. 

- Establece tb un sistema embrionario de garantías: Estos derechos no se pueden suspender

- La C. de 1876 recoge los mismos derechos que en el 1869 pero sin contenido por la continua remisión a la ley.

4) Constitución Republicana de 1931

- Es la segunda gran referencia a los derechos. Por primera vez se acogen derechos liberales y democráticos, y tb se dedica un capítulo a disposiciones de familia, economía y cultura (aparecen los primeros derechos de carácter social en constitucionalismo continental)

- La propiedad aparece condicionada a su fin público.

- A través del tribunal de garantías constitucionales, los derechos también van a estar protegidos. Es decir, en el 1931 se produce es donde se produce el salto de la mera positivización a la fundamentalización de los DF.

- En la época franquista había formalmente derechos, pero sin garantías reales.
- La ley para le Reforma política de 1977 transforma algunos preceptos de las leyes del régimen para posibilitar el tránsito a la democracia. No declara derechos. Solo establece que los derechos de la persona son inviolables y que vinculan a todos los órganos del Estado.

La protección internacional y el Convenio Europeo

- En el año 1948, dp de la IIGM, se crea la ONU. En 1950 se crea el Convenio Europeo de derechos Humanos. A partir de ahí, ha habido protocolos que amplían el ámbito de garantías y el ámbito de derechos protegidos.
- También  hay que tener en cuenta los derechos del ámbito de la Unión Europea

- Ventajas y desventajas de la universalización de los derechos:

1) Caso de la ONU:

- Los Estados se unen para cooperar y conseguir unos fines. Así, de  la última instancia estatal de cooperar, depende la efectividad de las medidas que tomen estas organizaciones. El estado no cede nada.

- En ámbito de derechos humanos, aunque se produzca en el seno de la organización comités de protección de derechos humanos, protocolos de protección…, la ejecución de las resoluciones de estos organismos depende en última instancia de la voluntad estatal.
2) Derechos en el ámbito europeo
- Cuando se firman en 1950 la CECA y en 1957 el TCEE no se pretende la salvaguarda de los derechos de los ciudadanos, sino una integración económica dirigida hacia un futuro mercado interior.

- Las únicas referencias en los tratados originarios son a las 4 libertades básicas que forman los pilares básicos de la unión económica (libertad de circulación  de mercancías, de servicios, de personas y de capital)

- Sin embargo, pese a esta ausencia, se generó un “algo-principio” que funcionaba como derecho en el ámbito de estas comunidades europeas (ejemplo: en el derecho al empleo, la no discriminación por razón de nacionalidad y sexo, libertad de expresión, opinión y  de antena…). Características principales de ese “algo” que funciona como derechos:
1) No son derechos autónomos. Son derechos que surgen condicionados para favorecer la efectiva realización de los pilares básicos (sometidos a la libertad)

2) No son derechos predicados por los ciudadanos de los estados miembros, sino que se predican de un cto de ciudadanos de una calificación social determinada. Lo importante es la actividad que realizan (empresario, productor, consumidos…)

- En la aplicación de las políticas comunitarias, se acaba entrando en confrontaciones con los DF recogidos en las C de los E miembros. Así, el TJCE incorpora el discurso de los derechos  en el ámbito comunitario reconociendo que los derechos comunes a las tradiciones constitucionales de los E miembros forman parte del derecho comunitario en cuanto Principios generales de este derecho comunitario.

- Con posterioridad se piensa que la integración económica puede evolucionar hacia una unión política para solventar el déficit democrático de derechos  y acercar el discurso de la integración al ciudadano de los Estados miembros (reconocen derechos).
Se discute como colmar esa laguna sin tener que recurrir a las normas internas. Se tenía que elaborar un discurso propio. Se produce en dos fases:

1) - En el Acta Única Europea de 1985 se hace la primera referencia diciendo que las instituciones actuaran respetando los derechos de los Estados miembros. Esta declaración simbólica aparece en el preámbulo. 
2) - El TUE de 1992 incorpora una referencia expresa en el articulado diciendo que la UE respetará los DF de acuerdo con los estándares de protección derivados del Convenio Europeo de Derechos Humanos.

-  Tb, el TUE crea una categoría híbrida entre la nacionalidad y la extranjería mediante la creación del Estatuto de la Ciudadanía europea. Además de crearla, la dota de contenido (libertad de circulación, voto activo y pasivo, protección diplomática frente a 3os Estados) creando unos derechos específicos para ese Estatuto.

- Con los posteriores tratados (Ámsterdam….) se añade mas derechos al Estatuto (derecho de petición defensor del pueblo…)

- Los DF gozan de una referencia más reforzada, dotando al TJCE de la facultad de velar por que las instituciones comunitarias actúen respetando los DF que se remiten a las tradiciones constitucionales comunes y a los estándares de protección del Convenio Europeo.
- El salto cualitativo se da en el 2000 (NIZA) cuando se hace una declaración  interinstitucional sobre la Carta de DF de la UE.  Esta declaración contiene 53 artículos divididos en VI títulos (familia, menor, igualdad …). 

- No son derechos novedosos respecto al Estado interno.
- Es de carácter interinstitucional y no tiene eficacia jurídica. Viene dada de forma indirecta.

- Dirigida a los estados miembros cuando apliquen el derecho de la UE

- No amplia el ámbito de aplicación de la UE más allá de sus competencias. No amplia competencias.

- Se incorpora en el proyecto de tratado por el que se constituye la llamada “Constitución Europea”. Intentan dotar de un texto único a la UE que recibirá el nombre de C.Europea. En la parte 2ª se ha incluido de manera deficitaria los DF de la UE (tiene su propio preámbulo).
- El paso pendiente es saber si es conveniente o no que la UE se incorpore al sistema de protección del Convenio Europeo de los DDHH. El TJUE dijo en el 94 dijo que no porque no había una disposición que diera cobertura legal a la incorporación de la Unión a una organización que tuviera como fines la salvaguarda de DF. Sin embargo, en este proyecto de tratado de C.  Europea  vuelve a surgir el tema diciendo en su art. 7.2 que la UE procurará adherirse al Convenio Europeo.

La sistemática de los derechos de la CE 1978

TITULO I( DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES
Capítulo I De los Españoles/ extranjeros 

Capítulo II:  Derechos y libertades – Sección primera:  DF y libertades públicas





                   - Sección segunda: Derechos y deberes de los ciudadanos

Capítulo III: De los principios rectores de la política social y económica

Capítulo IV: De las garantías de las libertades y derechos fundamentales.

Capítulo V: de la suspensión de derechos y libertades

- Así, la clasificación puede hacerse por:



- Su garantía



- Por su contenido



- Por su estructura

- GARANTÍA: 1) Plus de protección (cap II sec. I + objeción de conciencia)

2) Protección ordinaria (cap II, sec II y los que se puedan extraer del capítulo I)

3) Principios rectores (cap III, No pueden ser recurridos antes los tribunales si no hay una actuación positiva del legislador o poder público)

- CONTENIDO – Derechos De Libertad
- Derechos de Participación

- Derechos de Prestación

T2. ELEMENTOS CONFIGURADORES DE LOS DERECHOS

Naturaleza y estructura de derechos

- Los DF históricamente han tenido una doble funcionalidad:

1) Como elementos de redistribución de poder (los derechos de las primeras constituciones)

2) Presumen un ámbito de libertad del individuo

- Esta doble funcionalidad con el tiempo llevará aparejada una doble naturaleza y una doble estructura:
1) Son derechos SUBJETIVOS de las personas que les preservan un ámbito de libertad. Teorias de explicación:

a) Tªliberal:  libertad frente a las injerencias o intromisiones del poder público. Son derechos de defensa frente al poder

b) Tªsocial:  realización de prestaciones por parte de las de los poderes públicos.

- Estructura:  Como derechos subjetivos son un conjunto de facultades que la norma constitucional otorga a un sujeto para su disponibilidad. La norma constitucional reconoce facultades de disfrute, pero también de imposición a terceros.

2) Son derechos OBJETIVOS porque se constituyen en normas jurídicas de un ordenamiento. Como principio, por tanto, normas que obligan a los destinatarios y que obligan a interpretar todo el OJ conforme a ellas. Teorías de explicación:

a)  Teoría institucional: Estos derechos serían principios objetivos de una comunidad.

b) Teoría axiológica:  son expresivos un conjunto de valores propios de esa comunidad

- Estructura: Los derechos, desde este pto de vista, son mandatos normativos por los cuales se identifican quienes son los sujetos titulares, se configura o se prefigura según los casos el contenido del derecho, se identifica el objeto (bien jurídico protegido) y finalmente se establece quienes son los stos obligados (norma jurídica( capacidad de obligar).
- Esta doble naturaleza ha sido acogida  por la jurisprudencia del TC en 1981.
Vinculación jurídica y eficacia de los derechos
- A partid de cuando los derechos se incorporan a los textos constitucionales pasan a tener los mismos atributos que el resto de normas de carácter constitucional.
- Específicamente, su incorporación al concepto moderno de Constitución (racional normativo) ha supuesto diferentes consecuencias esenciales del cambio de visión:

1) Los derechos pasan a configurarse como norma directamente aplicables, superándose la visión tradicional de los derechos como normas programáticas que orientaban pero no vinculaban la acción de los poderes públicos.

2) Vinculan a los poderes públicos, a las funciones estatales, sobretodo al legislador porque para este los derechos son mandatos de actuación (se le obliga a desarrollarlo) pero también son un límite de su actividad.
-La efectividad de los derechos son un límite. (su contenido esencial).

3) Los anteriores aspectos se garantizan desde la perspectiva procesal, es decir, los derechos van a poder ser alegados ante la jurisdicción ordinaria (primera instancia de defensa de los derechos). En ocasiones también pueden ser tutelados ante el TC (recurso de amparo)

4) Sobre los derechos una vez constitucionales se proyecta el garantismo privilegiado de los mecanismos de reforma constitucional. (solo una parte se garantiza su defensa de forma agravada: 168)

- Todas estas consecuencias son manifestaciones concretas de la NORMATIVIDAD. Los derechos constitucionales pasan a ser normas jurídicas con capacidad de obligar a sus destinatarios. 

- Todos los preceptos constitucionales tienen normatividad (capacidad para vincular a sus destinatarios) con independencia de cual sea su grado de eficacia:
Eficacia Directa ( Generan efectos jurídicos por si mismos sin necesidad de un acto interpuesto por el legislador (ej: bicameralidad Congreso-Senado)
Eficacia Indirecta o mediata ( Pese a enunciarse en la Constitución requerían un auto de imposición normativa. Vincula pero no es eficaz en si misma (ej. consejo económico social( desarrollo normativo)
Eficacia inmediata pero indirecta( Normas principiales contenidas a lo largo del texto constitucional. No son inmediatos y son indirectos porque requieren otra norma para desplegar su eficacia. (principio de igualdad…)
- De los DF se pueden advertir dos tipos de eficacia (dejando a parte la inmediata pero indirecta):

a) Eficacia Directa ( No necesitan de una ley para poder desplegar efectos jurídicos ni para poder alegarlos directamente ante la jurisdicción (capítulo II, titulo I)
b) Eficacia Mediata ( requieren de una ley para poder generar pretensiones de carácter jurídicos (Principios rectores de la política social y económica, Capítulo III). Principios rectores pero de los que se pueden extraer un derecho.

( art 53.1: los derechos y libertades vincularán (capítulo II)

     art 53.3: los principios del capítulo III informarán…                Pese a esto, todas las normas vinculan igual (art 9.1)         tengan una eficacia u otra.
- El capitulo III no otorga una posibilidad de exigir pretensiones, pero si de reaccionar contra las actuaciones (ej: de los poderes públicos) ,si no hay ley,  que afectan al ejercicio de los derechos. Esta infracción por actuación de los poderes públicos puede llevarse al TC. También las normas preconstitucionales pueden ser llevadas ante el TC por los interpretes de la ley, jueces…

- La vinculación de los DF implica que los poderes públicos tienen:

- un deber de abstención para no invadir el espacio de libertad preservado a favor de su titular. (sentido negativo)

- un deber de actuación (sentido positivo)

- En lo referente a la la vinculación de los derechos en los  particulares (ámbito-jurídico-privado):
- De entrada, el ámbito privado (guiado por el principio de autonomía de la voluntad de las partes) no es el ámbito natural de aplicación de los DF, pero en la medida que los DF tb son normas subjetivas, tb vincularán a los particulares. Así pues, tiene eficacia Horizontal entre particulares  o “Drill wirkung” (teoría de la doctrina alemana).

- Obstáculos constitucionales a la eficacia de los poderes públicos en el ámbito de las RJprivadas:

( El art 9.1: los poderes públicos y los particulares vinculan, pero,
( El art 53.1: Solo para los poderes públicos. Pese a esto, se han de tener en cuenta los particulares por.:

1)Los DF, más allá de ser subjetivos frente al poder, también son normas objetivas que tienen eficacia frente a toda la comunidad integrada por particulares. Así pues, los particulares están sometido en su actuación a partir del carácter objetivo de la norma.

2) Antes del art 53, se predica el art. 91 y su vinculación de toda la constitución a los poderes públicos y a los particulares. Sin embargo, la intensidad es diferente:


- Poderes públicos (obligación positiva y negativa)


- Particulares : solo se obligan en negativo a no realizar conductas que vulneren la actuación de otros particulares. 

- Pese a que los particulares no estén obligados en positivo, por el hecho de que los poderes públicos si que lo estén en sus actuaciones, estos  pueden someter la actuación de los particulares.
( Ejemplo: Legislación laboral: el legislador incorpora en su regulación normas que integran DF (igualdad hombres-mujeres, nulidad de un despido que vulnera los DF) y que los particulares deberán actuar

( Ejemplo: EL poder judicial: tiene que velar para que  los jueces actúen teniendo en cuenta la interpretación más favorable al derecho o a la libertad (ej: reparto de una herencia entre hijos fuera y dentro del matrimonio).

- No hay problema cuando la defensa de un derecho jurisdiccional se realiza en la jurisdicción ordinaria. Los jueces están obligados a dar satisfacción (ej: de derechos fundamentales) a las pretensiones que se susciten en el ámbito jurisdiccional.

- Ante el TC, el recurso de amparo está previsto para la violación de derechos por parte de los poderes públicos (ejecutivo, legislativo y judicial). No está previsto un mecanismo por el cual se interponga un recurso de amparo por violación de un DF por parte de un particular. Este obstáculo se arregló por la vía jurisprudencial.

- En el ámbito público, lo que predomina es el derecho del particular. En el ámbito privado concurren derechos.
Delimitación y límites de los derechos.

- A medida que se incorporan los derechos y otros bienes jurídicos a los textos constitucionales, estos  no pueden entenderse con carácter ilimitado, sino limitado  o delimitado para la salvaguarda de otros derechos constitucionales o bienes jurídicos.
- Esta delimitación de los derechos sirve:

1) para hacer efectivo otros derechos que la constitución considere relevante para protegerlos

2) para que cuando se ejerza el derecho fuera de esos contornos de delimitación/limitación  se entienda que no es un ejercicio constitucionalmente admitido, es decir, no tiene reconocibilidad como derecho propio.

- Hay tres planos de análisis de los derechos:

1) El derecho como norma objetiva
2) El derecho como derecho subjetivo con un contenido determinado (formas de disfrute, imposición a terceros…)

3) El hábito concreto de ejercicio del derecho.

- La delimitación y la limitación actúan como dos cosas distintas:

( Delimitación: actúa en el plano de derecho subjetivo. Significa la fijación de determinados elementos o una operación de definir el derecho como tal derecho.

( Limitación: actúa en el plano del acto concreto del ejercicio del derecho.  Quiere decir trazar los contornos de algo. También quiere decir restringir o privar a alguien de un derecho o facultad.

- En el lenguaje constitucional, aunque se utilicen indistintamente en lo referente al contenido, debemos entender que los límites quedan relegados a los momentos en que la propia constitución habilita al legislador para que limite de la titularidad o de algunas facultades del ejercicio de un derecho, o bien, en los supuestos de derecho subjetivo, cuando es la propia constitución la que priva de unas facultades para determinadas personas.



( Ejemplos de habilitación al legislador: 

Art 28.1. “ Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos…”

Art 55.1. “ Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción”


Art 55.2 “Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas….”
- Hemos de distinguir entre límites internos (intrínseco) o externos:
A) LÍMITE INTERNO

- Cuando sirven para definir constitucionalmente ese derecho en cuanto a derecho subjetivo. Pueden ser expresados de forma positiva o negativa:

( Positiva: el art 20 CE se refiere a la libertad de expresión (la CE reconoce la libertad para manifestar juicios de valor, ideas, pensamientos,..) y a la libertad de comunicación (como hechos, noticias, datos…). Los profesores tienen libertad de cátedra.
- Solo la utilización de expresión o comunicación ya nos define el derecho en esos límites. Reconocen, identifican, delimitan un derecho y otro.

( Negativa: El derecho de reunión y manifestación no se refiere a manifestarse por medio de la fuerza. El derecho a la libre asociación no ampara las asociaciones de carácter paramilitar. 

- Hay que hacer referencia a “La buena fe”  en relación al ejercicio de un Dº(sobretodo en las relaciones jurídico privado):

- El TC admitió en varias sentencias de 1995 (94/1995) en relación al derecho de sindicalización, con carácter general y a modo de teoría general,   la buena fe como un elemento delimitador.

- Mas concreta y recientemente (2003) la STC 126/2003 de 30 de Junio considera que la buena fe es un elemento delimitador y limitador del ejercicio de los derechos constitucionales en relación con las relaciones jurídico privadas. El TC usa la expresión “uso legítimo” . Según el TC el sujeto sigue siendo titular de los derechos reconocidos en la constitución aun cuando entre en el ámbito de las relaciones jurídico privadas (como seria el conflicto laboral en contratos de trabajo)
B) LÍMITES EXTERNOS o extrínsecos.
- Vienen impuestos por la propia constitución pero que no forman parte de la definición del Derecho. Delimitan fronteras: marca donde finaliza el derecho y da comienzo la existencia de otros derechos.
- Pueden ser:

a) Expresos: vienen establecidos expresamente por la constitución.  Ejemplos:

(art 10.1: la dignidad de la persona, 

(art 20.4:. “Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia.” 

 - Así pues, si la libertad de expresión se ejerce con injurias, calumnias, con expresiones en contra del honor…se entiende que no se está ejerciendo ese derecho constitucional.

- A veces la constitución llama al legislador para que llene de contenido al límite enunciado en la propia constitución:
(art 16 CE: en referencia al orden público cuando la Constitución llama al legislador para concretar su alcance

(art 17 CE: en referencia al derecho a la libertad y seguridad se autoriza al legislador a delimitar cuando se está haciendo referencia a este derecho y cuando se puede privar el ejercicio del derecho

(art 28.2 CE: en referencia al derecho de huelga, la constitución llama al legislador para concretar los “servicios esenciales”.

b) Implícitos: no vienen establecidos expresamente por la constitución pero se derivan de los Bienes Jurídicos o valores superiores  protegidos por la constitución. Ejemplo:

( El derecho a la vida: en ocasiones se utiliza como elemento delimitar o limitar otro derecho: en el aborto.

Titularidad y condiciones del ejercicio de los derechos

- La Constitución utiliza ciudadanos, españoles, ciudadanos, nacionales, nadie, sujetos, consumidores, hombre, mujer, reflexivos….a la hora de otorgar los derechos. No podemos establecer un principio general que deban reunir todos los sujetos para ejercer ese derecho constitucional.
- Esta regulación de las condiciones generales de titularidad y ejercicio de los derechos se incluye en el primer capítulo del titulo I. Los preceptos que integran este título tienen que ver:



art 11( con la nacionalidad



art 13( con la no nacionalidad (régimen jurídico general de los extranjeros)



art 12( con la mayoría de edad (18 años)

- El constituyente regula los términos que ya aparecían en el ordenamiento civil en relación a los que tienen capacidad jurídica y los que tienen capacidad de obrar, pero en este caso los términos van a ir referidos a los derechos constitucionales:

-La personalidad jurídica: sujeto al cual se le reconoce la capacidad para ser titular de derecho y obligaciones

-La capacidad jurídica: en relación con la posibilidad de actuar esos derechos y obligaciones. Se refiere la nacionalidad

-La capacidad de obrar se refiere la mayoría de edad.
- Los titulares de los derechos constitucionales son los NACIONALES. Pueden ejercerlos los nacionales mayores de edad.

- La titularidad de los DF se predica de los personas físicas.  La CE carecía de una norma según la cual se reconociera que las personas jurídicas nacionales también pudiera ser titulares de DF en tanto en cuanto la naturaleza del derecho lo permitiera. (si la tenía la Ley de Bohn).
- Esta laguna se salva admitiendo que determinados preceptos también hablan que sus titulares también sean personas jurídicas. Ejemplo:
 - Art 17 cuando hace referencia a las “Comunidades”

 -  Art 24 cuando habla de la tutela judicial para “todos”

 - Art  27.6 cuando habla de “personas físicas y jurídicas” en relación a la libertad de creación de centros docentes.
 - Art 162 en el ámbito del recurso de amparo, tb confiere legitimidad a las “personas jurídicas”

- Así pues, en los otros derechos donde la Constitución no habla de personas jurídicas, se podría admitir a estos la titularidad de los mismos. El TC ha ido incorporando por la vía jurisprudencial el significado de la norma ya incorporado en la Constitución alemana, siempre y cuando lo admitiera la naturaleza del derecho y siempre teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de la persona jurídica en cuestión (p.j pública o privada):

( Persona jurídica de carácter público: Se encuentra más dificultad a la hora de reconocer la titularidad de DF por parte de personas jurídicas de carácter público (administración)  porque:

a) ya históricamente los DF nacieron para preservar al individuo de la actuación de los poderes públicos

b) Los DF son en definitiva  una concreción de la libertad de los seres humanos individualmente considerados.

- El tribunal lo ha admitido con carácter muy restringido llegando a admitir tan solo el derecho a la tutela judicial o el derecho a la autonomía de las Universidades (universidades públicas).
( Persona jurídica de carácter privada: Más fácil reconocer la titularidad en este caso porque:

a) El TC parte de que estas personas jurídico privadas son a su vez el resultado del ejercicio de las personas físicas (derecho de asociación: asociaciones, fundaciones,…).

b) Estas entidades servían para cumplir fines individuales pero desde una perspectiva colectiva. 

- Aquí si que el TC (139/95 de 26 de Setiembre) les atribuye la posibilidad de ser titulares del derecho en función de la naturaleza del derecho:
El TC ha admitido que estas personas jurídicas no pueden ser titulares de derechos personalísimos como la  vida, sufragio activo o pasivo, educación…pero, sin embargo, si que ha admitido con carácter muy restringido que las personas jurídicas privadas sean titulares de ciertos derechos personalísimos como el honor o la intimidad en el sentido de propia estimación, buen nombre o buena reputación. Finalmente, el TC con carácter general, lo ha admitido en otros derechos como la libertad de residencia, expresión, asociación, comunicación, tutela….(derechos que no tienen que ver con el ámbito de individualismo personal que reconoce un determinado derecho).
- No hemos de confundir la persona jurídicas con los grupos de personas o minorías. Aquí hay más obstáculos a la hora de considerarlos como titulares de derechos constitucionales. Se considera que pese a estar integrado por una colectividad, no son sujetos  y por tanto no se les reconoce la personalidad jurídica o la capacidad de obrar independientemente de sus miembros. 
- Estos grupos sociales son portadores de intereses legítimos, pero, con carácter general, no puede ser titulares de determinados derechos.  La defensa de sus intereses se articula en base a:
1) Del 510 al 524 C.Penal con los delitos tipificados en atención a la defensa de estos grupos. 
2) También tenemos la defensa de sus intereses legítimos (no derechos)  por la vía de reconocer la legitimación  ante la jurisdicción ordinaria.
- El TC se ha visto obligado a admitir en alguna circunstancia muy excepcional la titularidad de derechos a estas minorías étnicas, sociales, religiosas…en relación con el derecho al HONOR:

( STC 214/1991 de 11 de Noviembre por la que considera que el pueblo judío es titular al derecho al honor (art 18CE)

( STC  176/1995 de 11 de Diciembre, en la misma línea que la anterior pero con más claridad.

Condiciones del ejercicio de los derechos
- El art 12 CE establece, de forma novedosa en la tradición constitucional  (salvo en algún supuesto especial para los reyes herederos al trono), la mayoría de edad en los 18 años.  Estos 18 años pasan a estar protegidos por la rigidez de reforma constitucional.
- El legislador contempla varios supuestos:

( Contraer matrimonio : 14 años y con determinados requisitos. (art 32 CE: libertad a la hora de contraer matrimonio)

( Responsabilidad Penal: mayoría de edad penal con responsabilidad no plena a los 16 años.

- De la nacionalidad, se hace referencia en los  art 11 y 13 CE:

(Art 11(”1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley. 

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad. 

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aún cuando no reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su nacionalidad de origen.”
- Le da un alcance a la nacionalidad. La nacionalidad indica el vínculo existente entre una persona y un determinado estado. Estas personas integran el “demos” (pueblo) de ese Estado donde reside la soberanía y donde se fundamentan los poderes de ese  Estado (poder constituyente).

- Se plante la cuestión de si la nacionalidad es un DF o no:

( A favor: 1) Se encuentra en el título I CE

 2) Los derechos se han de interpretar conforme a los tratados internacionales (art 10.2 CE). Así entonces, en el art 15 de la DUDH establece que toda persona tiene derecho a una nacionalidad.

( En contra: 1) No todo lo que hay en el Título I es un DF. (ej: principio de dignidad de la persona, el art 10.2,el 20.2,…)

  2) El art 11 remite al legislador para que regule el contenido de la nacionalidad.

  3) La norma del art 10.2 CE no sería aplicable porque no estamos hablando de un DF.
- Independientemente de que se configure o no como DF, el constituyente remite expresamente al legislador (desconstitucionalización) para que le de un alcance concreto a la nacionalidad con dos limitaciones:

1) El art 11.2 nos remite al código civil (art 17 y ss)  para saber cuando se considera a un español de origen (ej: los nacidos de padre o madre español, los menores adoptados por españoles…)

2) El art 11.3 prevé la  Doble nacionalidad. Para solucionar los problemas que plantea la doble nacionalidad, se alude al concepto de nacionalidad efectiva.

( Art 13( 1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos que establezcan los tratados y la ley. 

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales.
- Le da el alcance a los no nacionales (extranjeros). A tenor de la literalidad del art 13, los extranjeros pueden ser titulares de los derechos pero modularán el ejercicio a los requisitos que se puedan establecer en los tratados sobre la materia y la legislación española.
- El TC matiza todo esto en función de la tipología del derecho. El TC había consolidado una doctrina que distinguía:
1) Derechos donde la nacionalidad no era una condición relevante para el ejercicio. Se predican por igual a nacionales y extranjeros. Son derechos inherentes a la persona y a su libre desarrollo de la personalidad (Ejemplo: libertad ideológica, tutela judicial efectiva, derecho a la vida, al honor….)

- Aquí el ejercicio se da en condiciones de igualdad con los españoles para los que no tengan la nacionalidad.

2) Los derechos en que su ejercicio la nacionalidad era condicionante y determinante (derechos del capítulo III, la libertad de circulación o los del ámbito laboral). Pese a condicionar, también se reconoce la titularidad, en condiciones de igualdad, con los nacionales.

3) Los derechos que la propia CE excluía a los extranjeros. Ni ejercicio ni titularidad. Eran los derechos de participación política (ejemplo: 13.2 CE)
- Las elecciones municipales son los únicas comicios (a partir de la doctrina del TC en base a su declaración de 1 de Julio de 1992) que no tienen la consideración política que pudieran tener las autonómicas o las generales.

- A partir del 1992, al art 13.2 se añadió el término “pasivo” (derivado del TUE)

- La LO 4/2000 contempla la regulación actual del tema de extranjeros (ya ha sufrido 4 reformas. La última en Noviembre de 2003). Su ámbito de aplicación son los no nacionales extracomunitarios.
- Se reduce el derecho que se pueda predicar a los extranjeros en función de que tengan o no papeles de residencia y trabajo.

- Los únicos derechos que se contemplan para todos ellos son la tutela judicial, la educación básica para los menores y la asistencia sanitaria urgente para los mayores de edad y la de todo tipo para las embarazadas y menores.

- A partir de 1992 (art 8 TUE) se crea la Ciudadanía Comunitaria (se le da un contenido político a la práctica ya existente) a los ciudadanos miembros de los Estados de la UE. El T. Ámsterdam de 1998 establece que la ciudadanía europea será complementaria y no sustitutiva de la soberanía nacional.

- La UE llena de contenido esta ciudadanía otorgándole al ciudadano comunitario  unos derechos como libre circulación y residencia en los estados miembros, derecho de sufragio activo y pasivo en las elecciones municipales y en las elecciones al Parlamento europeo, derecho a la protección diplomática, derecho de petición al Parlamento europeo y al Defensor del Pueblo….
- Son derechos autónomos del estatuto político del ciudadano europeo o extranjero privilegiado. 

- El art 13 CE también hace referencia a la extradición (13.3) y al asilo (13.4)
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de una ley, atendiendo al principio
 de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del derecho de asilo en España. 
- El derecho de asilo se contempla como un derecho constitucional.

La interpretación de los derechos.

- Partiendo de la importancia del Título Preeliminar y el Título I, se extraen unas consecuencias como pautas interpretativas que afecten a los DF en general:

1)  Principio de Interpretación conforme o más favorable a los Derechos y libertades. En caso de duda siempre se ha de Interpretar a favor del derecho o de la libertad.
2) Principio de interpretación restrictiva a cualquier limitación que pudiera establecerse en relación a esos derechos y libertades o a su ejercicio.

-  Para actuar este principio de interpretación restrictiva, el TC (sobretodo a partir de 1995) considera que cualquier medida restrictiva de DF para ser admitida debe superar el  TEST DE LA PROPORCIONALIDAD (adecuación medios-fines):

- Consiste en la comparación entre el límite y el fin que pretende conseguir ese límite. Se predica en relación a una actuación concreta de un poder público en atención a un derecho ejercitado por alguien.
- Los requisitos acumulativos que debe cumplir cualquier medida limitadora de los derechos dentro del marco del test de proporcionalidad son:

1) Juicio de idoneidad o adecuación: Que sea una medida idónea o adecuada para conseguir el fin que se propone 

2) Juicio de necesidad: Que sea necesaria y no exija una alternativa más moderada de igual eficacia

3) Juicio de proporcionalidad: Que la medida sea equilibrada, es decir, que puedan derivarse más beneficios para el interés general que perjuicios para otros valores o bienes en conflicto.

- Las medidas han de cumplir con el 1, 2 y el 3. Las STC más significativas, en relación al derecho de huelga y manifestación, son  :

( 66/1995 de 8 de Mayo (FJ 5º) ( El TC considera que la prohibición de la Delegación del Gobierno a manifestarse cumple los requisitos del 1,2,3.  No se estima el Recurso de Amparo.                
( 37/1998 de 17 de Febrero (FJ 8º) ( El TC considera que la actuación de la Policía Autónoma Vasca limita el derecho a reunirse a cierto colectivo sindical porque les estaban grabando con cámaras. No se  cumple el 3, pero si los 1 y 2. Se estimó el recurso de amparo. (impera el principio de interpretación más favorable a los derechos)
- Hay que tener en cuenta, además de los principios, el art 10 de la CE:
A) ( 10.1 CE
10.1. “La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social”
- La doctrina considera que la dignidad supone el respeto debido a toda persona por encima de cualquiera de sus circunstancias. Se prohíbe cualquier tratamiento que pueda suponer un menoscabo en el ejercicio de los DF.

- La dignidad no es un derecho por si misma, sino que es un Principio Hermenéutico o fundamento interpretativo del resto de derechos del TITULO I. Así, entonces la dignidad es la norma puente entre los valores éticos y la norma jurídica positiva que acoge los DF. Estos DF son, a su vez, la expresión positiva del valor dignidad.
- El valor de la dignidad tiene mayor importancia cuando se refiere a  los derechos del TIT I Cap. III (derechos sociales) ya que se intenta llegar a la dignidad en otros ámbitos no clásicos.

- Desde el pto de vista jurisprudencial:

- El TC reconoce la dignidad como un valor jurídico fundamental. Las sentencias del  TC establecen:

- Concibe la dignidad como un valor jurídico superior ( STC 56/85). 
- Establece que la dignidad, aun siendo un principio y un fundamento del resto de los derechos, es una norma jurídica como  el resto de las normas de la CE.

- Reconoce que la dignidad es un núcleo invulnerable que, en todo caso, debe asegurarse (STC 120/90 de 27 de Junio).

- Entiende que la dignidad afecta, no solo al mínimo inviolable, sino también un mínimo económico vital para la realización de la persona. (158/93 de 6 de Mayo)

B) ( 10.2: Otro principio interpretativo lo encontramos en el art 10.2 CE que deja una cláusula abierta de interpretación de los derechos (se ha de entender en el marco histórico de la post-dictadura):
10.2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las materias ratificados por España. 

- Reconoce DF, pero en su aplicación o identificación de contenido, hay que estar a lo se establece en el ordenamiento internacional (DUDH, Convenio Europeo de DH, interpretación del Tribunal Europeo de DH, Pactos sociales, políticos…)
- Lo que justifica su redacción es el consenso que se tuvo que dar en algunos DF, sobretodo en el derecho a la educación:
- La derecha quería una educación religiosa obligatoria

- La izquierda no estaba de acuerdo con esto.

- Se pacto redactar el art 27.3 a condición de abrir la interpretación de los derechos como venia sucediendo en el ámbito internacional.

27.3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

- Se entiende que los tratados internacionales pasan a formar parte del Ordenamiento constitucional interno (art 96 CE) desde el momento de su publicación. Así pues,  hemos de distinguir:
a) Art 96: los tratados despliegan su eficacia en un plano infraconstitucional, es decir, antes de suscribir un tratado se ha de adaptar la CE a ese tratado, pero una vez que forma parte del ordenamiento interno se entiende que el tratado también está sometido a la CE.

b) Art 10.2: cuando se hace referencia a la interpretación conforme de los TI, esta interpretación opera en el plano supraconstitucional, es decir: si el derecho se interpreta conforme a lo que dice el TI y a la interpretación/aplicación que han hecho los órganos internacionales competentes de esos mismo derechos que contempla el TI, esa interpretación pasa a integrar el derecho constitucional de tal manera que la eficacia de esos tratados opera desde la CE. 
- Cuando el TI interpreta un derecho, da contenido a los derechos recogidos en la CE

- La CE se auto vincula a los TI cuando interpreta que hay una regulación más favorable. Así que, si la regulación del derecho en el TI es más restrictiva que la CE, no se acudirá a interpretar el derecho con el TI.
- Esta cláusula de apertura es para una interpretación más favorable de los derechos, nunca más restrictiva
¡¡¡ Protocolo núm. 12 no se ha ratificado por ser contrario al art 57 (la monarquía y sus esquiadas en vaqueira con leti)

T3. GARANTIAS NO JURISDICCIONALES DE LOS DERECHOS

Introducción:

Las garantías pueden entenderse de dos maneras:

1) Conjunto de principios o instituciones que se recogen en los textos constitucionales  (pto de vista amplio)

Acto de recepción de estos derechos.

2) Conjunto de instituciones, mecanismos  o procedimientos que el texto constitucional recoge con el reconocimiento de derechos para hacerlos efectivos en cada momento histórico (pto de vista  estricto).
- El reconocimiento de las garantías es un hecho reciente (2GM) ya que antes se entendía que el mero reconocimiento de los derechos era ya una garantía puesto que los derechos era un límite a la actuación de los poderes.

- Las garantías se consolidan cuando se entiende que los derechos debían estar en la C pero que había que garantizarlos para que nadie pudiera suprimirlos.
                                                                                                                       -

-Esquema de  GARANTIAS:
1) NO JURISDICCIONALES : No interviene un Tribunal de Justicia                                                                                                                    

a) NORMATIVAS: en relación a la normatividad de la CE:

- Vinculación de los Dºs a las poderes públicos 

( Independientemente de la eficacia del derecho (sea del Cap II o III), todos ellos obligan por igual a los poderes públicos en un doble sentido: 

a) Sentido relativo o deber de abstención los poderes públicos para no realizar conductas contrarias a estos derechos.

b) Sentido positivo o de obligación de contribuir a la efectividad de estos derechos.

(También es un mecanismo de garantía cuando se refiere a los particulares. Hay una eficacia:

a) directa a través del deber de abstención de no realizar conductas lesivas

b) Indirecta a través de las leyes que actúe el legislador, quedando sometidos a ellas.

- Reforma Constitucional (procedimientos del 167 y 168 CE):
- Se concibe como garantía desde el momento en que se establecen procedimientos y mayorías más agravadas para reformar la CE. Así se impide que una mayoría parlamentaria pueda manejar los derechos de las personas a su libre albedrío. (167: 3/5, 168: 2/3)

- El procedimiento de reforma agravado se activa cuando es total y en algunas partes, entre ellas, los derechos del Título I, Cap II sección I. 
- Reserva de Ley

- Contenido esencial de los derechos.

b) INSTITUCIONALES: La CE llama a una institución específica para garantizar los DF:
- Defensor del Pueblo (art 54 CE)

- Ministerio Fiscal (124 CE):  Promover la acción de la justicia, derechos de los ciudadanos y el interés público. 

- Legitimado para interponer un Recurso de Amparo
2) JURISDICCIONALES: Interviene un TJ
a) Carácter INTERNO: Se hace referencia a una triple garantía:

1) Protección Jurisdiccional Ordinaria: Todos los dºs y libertades fundamentales son garantizados por la                         jurisdicción ordinaria. Base en el art 24 CE.

2) Procedimiento preferente y sumario (o “proceso de amparo ordinario”)

3) Recurso de Amparo ante el TC.

b) Carácter Internacional: Destaca la garantía que se actúa ante el Tribunal Europeo de DH. (Estrasburgo)

- En el TEDH se garantiza el Convenio Europeo de DH y los protocolos adicionales posteriores.

- Muchos de estos derechos del CEDH coinciden con derechos de la CE. Si no coinciden se aplica la cláusula del art. 10.2 CE. Por esta vía se ha incorporado mucho contenido del Convenio a la CE.
La reserva de ley
-  La CE establece reservas allí donde lo indique la literalidad de la norma.
-  Artículo 53.1
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a) 

- Se establece la cláusula de reserva de ley para los derechos del Capítulo II del título I.
- Artículo 53.3

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen. 

- Normalmente la reserva de ley se entendía solo como un instituto de garantía  referido solo a los derechos del capítulo II (53.1) porque  la referencia a “..las leyes…” contenía una remisión abierta a todo el ordenamiento. Cualquier tipo de norma podía ser viable para desarrollar uno de los derechos o principios contenidos en el Capítulo III. 
- Desde hace algunos años existe una corriente doctrinal que entiende que donde haya derechos reconocidos en las normas del capítulo III se ha de entender, en tanto en cuanto también son derechos (ejemplo: derecho a la vivienda), que la remisión que se hace en art. 53.3 es también una reserva de ley en sentido formal (al igual que el art. 53.1) y no una remisión a todo el ordenamiento independientemente del tipo de norma que sea.

- Definición de reserva de ley:
-Es una Habilitación (en sentido de deber/obligación) que la CE realiza al legislador para que solo el regule con normas sustantivas los derechos de las personas del Título I.

- La obligación se cumple no solo regulando una ley, sino que además el contenido de esa ley debe regular sustantivamente que es objeto de reserva de ley en la CE (no cabe habilitación en blanco, ni remisiones ni una deslegalización).

- El art 53.1 hace una simple referencia a “..por ley..”, pero esta obligación constitucional se hace en ocasiones con una ley cualificada (art 81 CE: por Ley Orgánica: Sección 1ª, Cap II, Título I). 
- Cuando se obliga al legislador a regular se veta la intervención del poder  ejecutivo en la regulación de los derechos y libertades de las personas. Hay un veto para que el ejecutivo NO regule de forma autónoma el contenido o régimen jurídico de esos derechos y libertades fundamentales a través de normas con rango de ley (ni en el caso del decreto ley y decreto legislativo)

- Por tanto, solo cabe el reglamento ejecutivo cuando la ley  lo llama expresamente a que concrete alguna de sus prescripciones que con carácter general la ley ha regulado. 

- En relación a la vinculación efectiva de los poderes públicos a la CE:
- La reserva es por un lado complementaria y por otro necesaria.
- Dentro del capítulo II hay unos derechos que son ya efectivos desde el pto de vista constitucional y otros de configuración legal por lo que la norma constitucional llama al legislador para que los dote de un régimen legal y  concrete su estatuto jurídico más allá del mínimo establecido en la CE (ej: derechos de participación política o acceso a cargos públicos, tutela judicial efectiva, detención, objeción de conciencia…).
- Estos derechos de configuración legal son directamente eficaces pero necesitan de una ley para concretar (ej: requisitos, procedimientos, plazos, recursos…en relación a la tutela). Se diferencian con los del Capítulo III porque estos tienen eficacia indirecta (ejemplo: derecho a la vivienda) y no pueden ser alegados por si mismo ante la jurisdicción hasta que exista una ley.
-La  Reserva es Complementaria 
-En relación a los derechos del capítulo II porque la efectividad del derecho ya está garantizado en la propia CE sin necesidad de una ley. La ley regulará a más a más. 
- El propio art 53.1 establece la reserva para el ejercicio de estos derechos porque el régimen jurídico general del derecho está regulado en el propio precepto constitucional.
- La Reserva es necesaria
- Para los derechos del Capítulo III. Su alegabilidad ante los tribunales para su garantía está condicionado a la existencia de una ley.

- El art 53.3 CE no limita la actividad del legislador (el 53.1 reduce solo a la ley). Hay una actividad más amplia por los que el legislador traduce los genéricos enunciados del capítulo III en auténticos derechos subjetivos directamente exigibles ante los tribunales.

- Se habla que estos derechos están sometidos a las mayorías parlamentarias de turno.

El contenido esencial
- EL constituyente español la refiere a la actuación del legislador y solo para los derechos del capítulo II. 
- Los derechos del capítulo III no tienen la garantía de contenido esencial.  Ahora bien, por muy imprecisas que sean las formulaciones que se contemplen dentro de las normas del capítulo III, existe un límite del legislador que NO es un contenido esencial, sino un contenido mínimo, más allá del cual el legislador no puede pasar en la actuación de la reserva. . (ej: art 41 CE)

“Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.” 

- El régimen público es un contenido mínimo, no se podrá regular al 100% un régimen privado de la SS.
- En Alemania, el contenido esencial juega como límite a la actividad limitadora del legislador

- Aquí es una garantía normativa que la CE refiere a la actividad del legislador cuando regula las condiciones de ejercicio de los derechos del capítulo II. Juega un doble papel:

1) Es una garantía de la garantía de la reserva de ley

2) Límite a cualquier actividad de limitación de los derechos que realice el legislador a la hora de dictar las leyes que regulen las condiciones del ejercicio.

- Esto es así (garantía y límite) porque:

- el legislador es el principal destinatario para la realización efectiva de los derechos, bien por lo establecido en el art 9.1 CE o bien porque es el que en primera instancia regula la reserva de ley. 
- A su vez, el legislador es la principal amenaza de estos derechos porque puede actuar como quiera la obligación incluso obstaculizándolos de tal forma que no se puede hablar de la efectividad de los mismos (ej: régimen franquista: ley de prensa de 1966). 

- Una vez que el legislador desarrolla el derecho se confunde el contenido esencial con el contenido constitucional. Todo lo que establece el legislador que no está en el contenido esencial se entiende que forma parte del contenido constitucional.
- Los límites se establecen en la fase del contenido. 

- Relación reserva de ley y contenido esencial:

- El legislador NO tiene la habilitación constitucional para la regulación del derecho, sino para el ejercicio del derecho. Hemos de distinguir:

a) Preceptos que no autorizan ningún tipo de restricción o limitación( EL contenido esencial para el legislador será el contenido constitucionalmente definido (ej: derecho a la vida, propia imagen, integridad física, honor,….).

b) Derechos que la CE llama expresamente a la ley ( Se puede interpretar que en la CE existe la habilitación expresa para que el legislador los pueda limitar en determinadas circunstancias. (ej: derecho a la libertad ideológica (art 16), libertad (art 17), propiedad…).  El legislador los puede limitar pero siempre respetando su contenido esencial.
- El contenido esencial es el núcleo indisponible de un derecho. El contenido esencial se identifica mediante:
( La Naturaleza: STC 11/1981 de 4 abril (FJ 11): el contenido esencial se identifica en atención a la naturaleza jurídica del derecho en cuestión. Así, el contenido esencial es el conjunto de facultades o posibilidades de actuación necesarias para que el derecho sea reconocido y recognoscible como tal derecho perteneciente al mismo.

( Interés  Jurídico protegido: El contenido esencial es aquella parte del contenido del derecho que es absolutamente necesario para que los derechos jurídicamente protegido resulten asegurados. Afectaría al contenido esencial cualquier limitación que hiciera prácticamente imposible el contenido del derecho.

- El principio de proporcionalidad recobra aquí su sentido para saber si, en la actuación del legislador que deba ser analizada al hilo de un precepto constitucional que reconozca un derecho, se sobrepasa el límite del contenido esencial. 
El Defensor del pueblo
Artículo 54

“Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales”. 

- Regulado por una LO del 3/1981 del 6 de Abril. Última reforma de 1992.
- Carácterísticas:
1) Garantiza todos los derechos del Título I

2) Alto comisionado de las Cortes

3) Supervisa la actividad administrativa (en sentido amplio)
- Nombramiento: Presidentes del Congreso y del Senado por 5 años. No hay intervención formal del Rey.
- Elección:

( Propuesta: Comisión Mixta Congreso-Senado en relación con el defensor del Pueblo. Una vez elaboradas las propuestas se pasan antes de 10 días al Pleno del Congreso, el cual elige una de ellas por mayoría de 3/5. El Pleno del  Senado debe dar también su conformidad con mayoría de 3/5.

( Tras el acuerdo de los plenos del Congreso y del Senado, se nombra al Defensor del Pueblo y se publica en el BOE.
( Si no hay acuerdo Congreso-Senado, la Comisión Mixta antes de 1 Mes ha de proponer a otro candidato. Durante este mes, se nombrará al defensor del pueblo por mayoría de 3/5 de cada una de las cámaras.  Si ha pasado 1 Mes y no ha habido acuerdo en las distintas propuestas, se nombrará al Defensor del Pueblo por mayoría de 3/5 del Congreso y Mayoría absoluta del Senado (bicameralismo Imperfecto). Se publica en el BOE.
- Toma de Posesión: Ante la mesa de ambas cámaras.

- Cese:
1) Renuncia
2) Actúa (o no) con notoria negligencia las funciones inherentes a su cargo( votación de ambos plenos de las cámaras por mayoría de 3/5. Una vez verificado el motivo de cese, entra en funciones el adjunto primero y se inicia el procedimiento de nombramiento normal
3) Muerte o incapacidad sobrevenida
4) Condena por delito doloso

5) Pasados los cinco años.

- Prerrogativas:
1) No sujeto a mandato imperativo ( No está condicionado por ninguna fuerza política. Se garantiza su autonomía en el ejercicio de sus funciones.

2) Fuero Especial: juzgado en el Tribunal Supremo.
3) Inviolabilidad

4) Inmunidad: no detenido, procesado ni detenido salvo en caso de delito flagrante
-Actuación:

- Es una actuación limitada y reducida a los derechos del Capítulo III (en la práctica)
- Es limitado por que el defensor del pueblo no puede anular decisiones tomadas por los órganos competentes. Sólo puede, por entender que son lesivos para los derechos de las personas, sugerir la reforma o anulación de los actos normativos y los criterios por los cuales se han tomado. 
- Por si mismo no tiene potestad resolutoria. No puede poner sanción a ningún poder publico, se verifique o no que ha habido una lesión de los DF de los ciudadanos.  Es un órgano persuasivo, no sancionador. 

- Cualquier funcionario que no cumpla con los requerimientos exigidos por el defensor del pueblo incurre en un delito de desobediencia civil.

- Tiene legitimación para interponer Recurso de Inconstitucionalidad y Recurso de Amparo:

- Realiza un Informe anual a las CG: se entiende como una denuncia de la actuación lesiva o perjudicial de los DF por los poderes públicos a través de sus actuaciones. Puede tener consecuencias políticas, no jurídicas.
- Recurrir al defensor del pueblo es gratuito.
T4. GARANTIAS JURISDICCIONALES DE LOS DERECHOS
La protección ordinaria

- Artículo 24

1. Todas las personas tienen derecho a obtener tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. 

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia al letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.
- Los jueces y tribunales son la sede natural de protección de los derechos del Título I.
- La particularidad del sistema constitucional español es que el art 24 CE, además de identificar la sede natural de protección, es por si mismo un DF. Se eleva la protección ordinaria de los derechos al mismo nivel que los derechos que se protegen a través de esta jurisdicción ordinaria.

- Esta protección ordinaria también viene reflejada en la LOPJ…
El procedimiento prefente y sumario

53.2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30. 

- El constituyente quería que el legislador regulara, más allá de los procedimientos ordinarios, un procedimiento específico basado en la preferencia y sumariedad para garantizar los derechos que se consideran más esenciales en el orden constitucional (igualdad y los de la sección primera).
- La sumariedad quiere decir que los procedimientos se reduzcan a verificar si existe o no una lesión del DF. Además, este significado de cognisción limitada procesal, se complementa con la exigencia de que sean procedimientos rápidos. 

- Se dudaba si la rapidez podía vulnerar alguna garantía procesal. Se entendió que era más importante verificar lesiones de DF aun a costa de la perdida de garantías en el proceso (art 24 CE).

- La preferencia hace referencia a la tramitación preferente a cualquier otro procedimiento aunque éste se hubiera iniciado con anterioridad. Esto no quiere decir que se realice un procedimiento a parte ante otro tribunal distinto. El mismo tribunal una vez verificada la lesión, tenía que paralizar lo que estuviera llevando a cabo y empezar el procedimiento preferente y sumario.
- La ley 62/78 fue una ley promulgada pocos días antes de la CE. Quería positivizar los acuerdos de la Moncloa para la protección de derechos muy importantes durante la transición (libertad de expresión, reunión, asociación, inviolabilidad de domicilio…).

- La propia disposición final de la ley ya entiende que eso era una actuación provisional que tendría que actualizarse una vez promulgada la CE.

- En el 1979 hay un decreto legislativo que amplia el ámbito de los derechos. Se equipara el ámbito de protección jurisdiccional ordinario al ámbito de protección del recurso de Amparo en la LOTC

- Con estas previsiones se dio por cumplido el mandato del 53.2 CE.

- La ley contemplaba como se aplicarían estos procedimientos en los distintos órdenes (penal, civil, contencioso-administrativo)

- Esta ley ha sufrido muchas reformas. Sigue vigente el art 1.

- En el 1989 se introduce el preferente y sumario en la jurisdicción militar

- En el 1995 se introduce el preferente y sumario en el ámbito laboral. En este ámbito se invierte la carga de la prueba, es decir,  es el empresario quien ha de probar que no ha lesionado el derecho a la libertad sindical.
- En el 1998 se derogan todas las disposiciones referentes al ámbito contencioso administrativo.

- En el 2000 se deroga la normativa en relación al procedimiento civil (LEC)

- En el 2002 se deroga la normativa en relación al procedimiento penal (LECr)

- Las leyes que desarrollan DF también han ido incluyendo procedimientos preferente y sumario.
El Recurso de Amparo
- Antecedentes:

a) C.Republicana de 1931, en el Tribunal de Garantías Constitucionales

b) C. Alemana: la CE se inspira directamente de esta constitución

- Definición:

- Procedimiento por el cual se protege al ciudadano contra actos que impliquen una lesión de sus DF. La finalidad es, una vez agotada la vía jurisdiccional ordinaria, la defensa de los DF de los ciudadanos. 

- Procedimiento extraordinario y de naturaleza subsidiaria (el TC se activa una vez que la protección jurisdiccional ordinaria no ha satisfecho el derecho en cuestión)
- Es un procedimiento no un recurso. A través de un recurso se intenta revocar una decisión de una instancia inferior, cosa que no es el poder judicial ordinario. El TC solo verifica si existe o no la violación de un derecho, no entra a valorara los hechos que motivan la demanda, alcance de las pruebas…

- El TC se concibe como una tercera instancia bien por agotamiento de la vía jurisdiccional ordinaria o bien para poder recurrir a las garantías que otorga el ordenamiento  internacional en materia de derechos humanos y libertades fundamentales. Para poder acudir a estas garantías se necesita haber agotado la vía interna (sentencia desestimatoria del TC)

- Ámbito de aplicación:
( Derechos:
- Los derechos del art 14 (igualdad), los derechos de la Sección primera y el art 30.2 CE. Además se podrán invocar otros derechos siempre y cuando vayan conectados con estos. 

( Actos: 

- El art 41.2 LOTC establece que solo pueden ser recurridos en Amparo los actos de los poderes públicos en violaciones de los derechos de la sección primera. En principio quedan excluidos los  de los particulares.

- Los actos de los particulares se recurrirán en Amparo invocando la violación del derecho en cuestión al Poder Judicial (poder público).

- El art 42 LOTC establece que para las disposiciones o actos sin valor de ley de las Cortes o Asambleas Legislativas de las CCAA que violen los derechos y libertades susceptibles de Amparo, podrán ser recurridos dentro de los 3 Meses siguientes a que sean firmes.
- Si fueran actos con valor de ley se podría plantear el recurso de incostitucionalidad.

- El particular puede alegar la inconstitucionalidad de la ley, pero es una facultad discrecional del tribunal someterse la auto cuestión interna de constitucionalidad. Está vetada la posibilidad de que un particular pueda recurrir actos con rango de ley. 
- Ejemplo de acto sin valor de ley de las cámaras: denegación de un suplicatorio en tanto en cuanto se me está violando el derecho a la tutela judicial efectiva.

- El recurso de Amparo planteado contra la decisión de un Parlamento es el único supuesto que no conlleva la obligación de agotar la vía jurisdiccional previa. El recurso planteado por violaciones originadas por el Ejecutivo (gobierno o administración) o por decisiones o actos del Poder Judicial, si obliga a agotar la vía jurisdiccional previa. Una vez agotada, el particular afectado tiene 20 días para interponer el Amparo.
- Legitimación:

- Con carácter general:   1) Defensor del Pueblo
2) Ministerio Fiscal

3) Cualquier persona física o jurídica titular del DF lesionado.

- Además, cuando se recurre en Amparo contra actos del ejecutivo o del poder judicial (una vez acabada la vía ordinaria), también está legitimado, a parte del Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal, cualquiera de las personas que haya sido parte en ese proceso. 

- Procedimiento:

- Se inicia mediante demanda en la que:

- se expondrán con claridad y concisión los hechos que la fundamenten,

- se citarán los derechos constitucionales que se estimen infringidos (art 14, sección 1ª, art 30.2 o por conexión)
- se fijará con precisión el amparo que se solicita para preservar o restablecer el derecho o libertad  vulnerado.

- Se establece unos requisitos de inadmisión (art 50 LOTC):

- La sección, por unanimidad de sus miembros, podrá acordar mediante providencia la inadmisión del recurso cuando concurra alguno de los siguientes supuestos:

a) Que la demanda incumpla de manera manifiesta e insubsanable alguno de los requisitos .

b) Que la demanda se deduzca respecto a derechos o libertades no susceptibles de amparo constitucional

c) Que la demanda carezca manifiestamente de contenido que justifique una decisión sobre el fondo de la misma por parte del TC

d) Que el TC hubiera ya desestimado en el fondo un recurso o cuestión de inconstitucionalidad o un recurso de amparo en supuesto sustancialmente igual
- En el TC, las Secciones (4x3) admiten o no a tramite la demanda y las Salas(2x6) resuelven salvo en casos excepcionales que resuelve el Pleno:

a) Para difuminar la responsabilidad de los magistrados (ej: temas de terrorismo)

b) Cuando cualquier magistrado considera oportuno apartarse de la doctrina.

- Tras un procedimiento contradictorio escrito, hay una sentencia (Sala o Pleno) estimando o no la vulneración del DF:

- Si se estima la vulneración se han de retrotraer las actuaciones hasta el momento en que se origina la violación del derecho. Se da oportunidad al órgano lesionante para que rectifique o proceda a actuar de la forma más efectiva al DF. - De esta forma se entiende que se mantiene el equilibrio de poder entre el TC y el resto de poderes ya que el TC no invade su ámbito competencial de decisión. 

- En ocasiones, el TC se ha visto obligado a ir más allá de sus competencias e invadir la actuación del resto de poderes:

- Ejemplo 1: En el  ámbito laboral, el TC consideró despido radicalmente nulo cuando hay violación de DF.
- Ejemplo 2: La STC 7/94 de 17 de Febrero, en un caso de prueba de paternidad, el TC da firmeza a través del R.Amparo a la decisión tomada por un  Tribunal en segunda instancia, saltándose la decisión contraria del TS.

- En virtud del 164 CE,  las decisiones del Recuro de Amparo tienen efectos Inter.-partes. Ahora bien, la argumentación interpretativa de las normas constitucionales (es decir, las normas subconstitucionales) tienen efectos para todos (particulares, poderes públicos…).
- Este recurso de Amparo, es un procedimiento sobreutilizado. Algún sector de la doctrina plantea eliminarlo y plantear otras fórmulas que descarguen el trabajo del TC:
1) Reforma el art 50 LOTC, estableciendo causas de admisión y no de inadmisión

2) Reforma la vía del procedimiento preferente y sumario

3) Contemplar una vía especial para la protección de los derechos del art 24 CE.

La protección internacional, en especial, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos

- El Consejo de Europa, fundado en 1949, (45 miembros del continente europeo) surge  tras la IIGM cuando un grupo de países (10) fundan una organización para garantizar la paz, orden social,…en los países europeos. Se persigue tb  proteger los DHumanos. 

- El Estado no cede ningún tipo de soberanía a esta OI.

- El hecho de que el consejo de Europa sea una OI de cooperación estatal pone límites a la acción correctora en materia de derechos.

- Los países miembros del C de E firman en 1950 el CONVENIO DE ROMA (Convenio Europeo para la protección de DH y LF). En este tratado multilateral se establecen unos órganos a destacar:
- Asamblea Parlamentaria: integrada por representantes de cada uno los miembros, designados por los parlamentos internos

- Comité de Ministros: Órgano político del Consejo. Se integra por los Mtros de Asuntos Exteriores de los Estados

- Secretariado: funciones auxiliares

- Comisión Europea de DH: Miembros de los Estados integrantes, designados por el Comité de Ministros a propuesta de la Asamblea Parlamentaria

- Comisario para los DH: Funciones de asistencia. Creado en el 1999

- Tribunal Europeo de DH: Tantos jueces como Estados miembros (45)

- La protección de los derechos:

- Prácticamente todos los derechos del Convenio Europeo son contenidos en la CE. El Convenio Europeo tiene eficacia en el ordenamiento interno desde el momento en que se suscribe en España (1979).

- La protección que se da a estos derechos del Convenio Europeo está limitada solo a los derechos del Convenio Europeo, por tanto, el acceso a los mecanismos de protección de estos derechos es un acceso a algo internacional que supera el ámbito interno. Cuando se recurre al TEDH se recurre la vulneración de los derechos del Convenio. Así, los efectos constitucionales son indirectos en base al Estado Español (art 10.2 CE)

- La protección es externa de los derechos del convenio, no se protegen derechos internos ante el TEDH.

- Mecanismos de protección:

-  Este mecanismo en la actualidad ha sido reformado por el PROTOCOLO 11, adaptado en 1994 pero que entra en vigor en 1997.
- Este protocolo simplifica los mecanismos de garantía del Consejo de Europa, hace obligatorias las demandas de los particulares contra los estados, e identifica al TEDH como la única instancia para la protección de los derechos con jurisdicción exclusiva, automática y obligatoria.

- En el  procedimiento anterior había una protección articulada en torno a un triple eje (Comisión Europea DH, Comité de Ministros, TEDH con carácter subsidiario)

- Eran obligatorias determinadas demandas que podía interponer un Estado contra otro Estado en la Comisión. Cualquier tipo de demanda entre Estado contra Estado en el seno del TEDH debía tener la conformidad previa de someterse a la jurisdicción por parte de los Estados. Cuando la demanda era de un  Particular contra Estado, el Estado debía de aceptar expresamente la posibilidad de ser demandado por parte de un particular bien ante la Comisión o ante el TEDH.
- Cuando se interponía una demanda por violación de derechos del Convenio Europeo (no derechos internos) se exigía que se hubieren agotado todas las vías jurisdiccionales internas. En ocasiones, agotar todas las vías suponía una Sentencia  o una resolución no admitiendo o estimando el amparo del TC.

- Esta demanda se interponía ante la Comisión la cual podía admitir o no. Si admitía la Comisión, examinaba el asunto y llevaba a cabo un procedimiento contradictorio. La comisión decidía sobre el fondo y proponía un arreglo amistoso entre las partes.

( Hay acuerdo: final del procedimiento con un informe de la Comisión

( NO hay acuerdo: se remite el informe de la Comisión al Comité de Ministros y se abre un plazo de 3 meses:

- Si durante este periodo ninguna de las partes plantea una demanda ante el TEDH, el Comité de Ministros resolvía la controversia en base al informe de la Comisión.

- Si interponían demanda ante el TEDH se inicia el procedimiento jurisdiccional contradictorio. Resolvía en forma de sentencia, pero esta no tenía fuerza ejecutiva.

- Con el Protocolo 11 :

( se hacen todas las demandas con carácter obligatorio, ya sean interestatales o particular contra estado.

( se suprime el paso de la Comisión y relega al Comité a una posición de vigilancia de las sentencias. Así, queda como único órgano competente el TEDH por violación de los derechos del Convenio.

- Los legitimados para interponer una demanda son la Comisión, los Estados y las VÍCTIMAS (hace referencia a personas físicas, ONG y colectividades de particulares). NO se hace referencia a las personas jurídicas.

( Las sentencias siguen sin tener el atributo de ser ejecutivas. Al ser una Organización de cooperación, no se ceden competencias. Por tanto se dice que sus  sentencias  son de carácter declarativo.

- Los Estados, al firmar el Convenio (art 46) se comprometen a acatar las sentencias y hacerlas efectivas. Hay una obligación de resultados, pero no es ejecutiva porque no establece los medios. Tampoco no puede anular una ley interna ni  puede revocar la firmeza de una sentencia interna.

- Para superar los obstáculos del cumplimiento de la sentencia, se prevé la posibilidad de una compensación económica equitativa a la sentencia para el demandante fijada por  el TEDH. Así pues,  Se suple la falta de efectividad directa de las sentencias  con los efectos indirectos y con la indemnización.
T5. EL PRINCIPIO DE IGUALDAD
Las dimensiones de la igualdad en la CE
- El derecho a la igualdad ha ido sufriendo modificaciones de su significado.

 - Se partía de la pluralidad de ordenamientos del antiguo régimen que respondía a las diferentes condiciones sociales de la persona en función de su pertenencia a una u otra clase social. Las leyes que se aplicaban a estos individuos eran distintas.
- En las C. liberales se consiguió una igualdad formal ante la ley. Se buscaba la igualación de los individuos frente al poder público, Estado y sus actuaciones (leyes). 
- Con la implantación del Estado social se intentaba buscar la igualdad en la sociedad.

- En las C.liberales había una conexión entre el principio de igualdad y la ley. Su evolución también está ligada. La ley cuando nace lo hace con las características de la generalidad y la abstracción.

- Generalidad: Se aplica a todos los ciudadanos por igual. Esto choca con el concepto de privilegio que existía en el antiguo régimen.  

- Abstracción: la ley podía regular una multiplicidad de supuestos. Adoptada con una vocación de permanencia en el tiempo.

- Llegado al Estado Social interventor en la sociedad, se protegen determinadas colectividades en situación de desventaja. Se intentaba conseguir la igualdad material o sustancial en la sociedad. La ley pasa de ser una categoría normativa abstracta y general para pasar a aceptarse leyes sectoriales que vayan dirigidas al sector más desfavorecido (social, económicamente…).
- De la abstracción y la vocación de permanencia en el tiempo se pasa a leyes de carácter único o autoaplicativo las cuales finalizan su vigencia en el momento de su mera aplicación. Se trata de dar respuestas a determinadas necesidades y satisfacer un sector de la sociedad.

- En el Estado social y democrático se lucha por la igualdad real y efectiva, aunque sea con medidas que son discriminatorias dentro de la sociedad.

- La primera vez, en el contexto europeo, que se constitucionaliza el principio de igualdad en sentido material es en el art 3 de la C.Italiana de 1947, pero partiendo de la igualdad formal. 

La igualdad en la CE.

- La CE agoge la igualdad desde 3 dimensiones distintas pero complementarias:
1) Igualdad como valor superior del orden constitucional (art 1.1 CE)

- Indica que la igualdad (junto con la justicia y el pluralismo) constituye uno de los cimientos básicos en los que se asienta nuestro orden constitucional.

- Es un principio general que debe actuar en todas las disciplinas que integran el sistema jurídico interno y toda la actuación de los poderes públicos.

- Son normas jurídicas (los principios) de eficacia inmediata (no depende de ninguna otra ley) pero indirecta porque su actuación se realizará a través de otros preceptos de la CE (art 14 y el alcance de la norma 9.2 CE)

- El TC ha entendido que, sin tener una eficacia retroactiva,  debe entenderse que todas las discriminaciones que persisten en el momento de entrada de la CE, deben ser declaradas inconstitucionales debido al principio de igualdad del art. 1.1 CE.

( STC 8/83 de 23 de Marzo: El TC otorga eficacia total como norma jurídica al valor/principio del 1.1 CE en el marco de un recurso de Amparo (igualdad y tutela judicial efectiva) planteado por unas trabajadoras despedidas en Telefónica antes de la entrada en vigor de la CE por contraer matrimonio.
2) Igualdad en sentido formal (dentro del título I)
- Igualdad ante y en la ley. Art 14 CE:
“Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social”
- Similar al art 3.1 de la C. italiana en el sentido formal originario de las C. liberales. Se prohíbe cualquier trato desigual por cualquier causa y por las que se enumeran en el propio artículo.
- El art. 14 se complementa con el 139.1 CE por el que todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.

- El art 14 implica un deber de abstención de los poderes públicos para no realizar conductas que puedan dar lugar a actuaciones arbitrarias .Hay una conexión con el art 9.3 CE en relación la interdicción de la arbitrariedad.

3) Igualdad en sentido material (art 9.2 CE)

- La vinculación de los poderes públicos a la igualdad debe contemplarse en sentido positivo, es decir, todos los poderes públicos deben contribuir a la efectividad de la igualdad. Esta vinculación en positivo tiene su específica manifestación en la norma del art. 9.2 CE.
“Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social.”
- Se marca una pauta de actuación de los poderes públicos para que, una vez constatada la desigualdad entre los individuos, puedan reinstaurar la igualdad real (no formal) dentro de la sociedad.
- El 9.2 tiene dos perspectivas:

1) Legitima diferenciación de trato siempre que cumpla condiciones (legitima, proporcional…)

2) Legitima a los poderes públicos para que puedan actuar en beneficio de determinados colectivos históricamente maltratados.  Lo que en cierta manera se pretende en el art 14, se legitima con el 9.2 CE.

Otras manifestaciones:

( Art 23.2: igualdad en el acceso a funciones y cargos públicos

( art 31: igualdad tributaria

( art 32: igualdad de los cónyuges en el matrimonio

( art 34: igualdad en hijos dentro y fuera del matrimonio

…
( En lo referente a la organización territorial del Estado (138 y 139)

( El TC ha entendido que la igualdad debía entenderse como específica en la tutela judicial efectiva (igualdad de armas de las partes en el proceso)

Igualdad del art 14 CE: en la ley y ante la ley.

- Es un derecho subjetivo y fundamental ( primeras STC) que prohíbe todo tipo de discriminación. 
( Elementos definidores de la igualdad

El TC estableció que la igualdad del art 14:
a) Es un derecho que prohíbe todo tipo de discriminación por todo tipo de causas o por las que se contemplan en el propio art 14. No es un derecho a ser igual que los demás. Es un derecho a recibir un trato igual que los demás que estén en las mismas situaciones jurídicas.

b) Es un derecho relacional. NO es un derecho autónomo con vida propia. Siempre ha de conectarse a otros DF o situaciones jurídicas. (ej: igualdad en el ejercicio de la tutela, igualdad en el ejercicio de la libre expresión…)
- Esto impide que la igualdad pueda tener una regulación normativa autónoma porque la igualdad siempre ha de estar conectada con otro DF o situación jurídica. La igualdad no puede ser alegada en abstracto. (doctrina del TC)

c) Es un derecho genérico que se proyecta sobre cualquier tipo de relaciones jurídicas (públicas y privadas), en especial sobre las públicas porque impone una obligación a los poderes públicos para que lleven a cabo el mandato constitucional de tratar a todos por igual. Esto, a su vez, es un límite para los poderes públicos.
( Proyectada la igualdad en relación a los poderes públicos, hay unas manifestaciones en función de cual sea el destinatario principal del derecho de igualdad:

c1) Igualdad en la Ley Cuando opera o se dirige frente al legislador entendido en sentido amplio (poder normativo: legislativo + reglamentario)
- Supone que el poder normativo no puede dictar normas que sitúe al ciudadano en situaciones desiguales o discriminatorias. Impide que una norma dictada por el poder normativo pueda prever supuesto que otorguen un distinto tratamiento a personas que se encuentren en una situación igual. Las consecuencias jurídicas deben ser las mismas.

- Las consecuencias que tiene la igualdad en el principio de legalidad son que el legislador, en determinadas ocasiones, puede introducir  en las leyes distintas consecuencias jurídicas para determinados colectivos. 

-Se han acabado admitiendo la constitucionalidad de las leyes que chocaban con las características de generalidad y abstracción que tenían las leyes en el estado liberal (función garantizadora de la igualdad). Se ha admitido la constitucionalidad de las leyes singulares,  sectoriales o especiales y las de caso único o de carácter auto aplicativo.
- Esto es así porque el legislador tiene que incidir a restablecer una igualdad real en el seno de una sociedad que ha demostrado que existe con desigualdad.
c2) Igualdad ante o en la aplicación de la ley:  Se dirige a los aplicadores del derecho, los cuales deben aplicar la ley de igual manera para todos aquellos que se encuentren en una misma situación, sin poder introducir mas diferenciación que las contempladas en la propia ley.
- El Poder Judicial es el destinatario de esta igualdad. La igualdad se concreta porque cada uno de los integrantes del poder judicial no pueden dar una solución diferente a supuestos sustancialmente idénticos que deben ser resueltos con la aplicación de una misma ley.

- Este principio de igualdad choca con el principio de independencia judicial. A través de este principio de independencia los jueces no se ven sometidos por la interpretación de una  ley realizada por otros jueces.  

- Se establecen dos proyecciones en relación al principio de independencia:

- Exterior: El principio de igualdad del art 14 CE, cuando se refiere al poder jurisdiccional, no ampara la comparación de sentencias o resoluciones procedentes de diferentes órganos. El principio de igualdad no puede impedir el ejercicio de la función jurisdiccional con el criterio de independencia judicial.

- Interior:  Los órganos judiciales no están siempre obligados a resolver de igual forma los supuesto sustancialmente idénticos en aplicación de una misma ley.
- El principio de igualdad exige que un mismo órgano judicial NO pueda modificar arbitrariamente sus propias decisiones en casos sustancialmente idénticos. Solo puede modificar el precedente cuando la modificación no sea arbitraria. Se considerará arbitraria o no una modificación en función de si existe o no una motivación/argumentación.
( Proyectada la igualdad en relación a las relaciones jurídico privadas, la doctrina del TC ha sido vacilante en los primeros años de su actuación. Ha acabado por admitir la efectividad de la igualdad en este ámbito privado. Matiza que cuando se ejerce la igualdad en este ámbito privado,  puede concurrir con el ejercicio de otros derechos o bienes jurídicos relevantes que se desprenden de la actuación de la autonomía de la voluntad. (STC 177/1988 de 5 de Noviembre)
( Contenido de la igualdad del art 14
- 1:Derecho a la no discriminación      2:  igualdad en el trato  
- Desde la perspectiva constitucional solo se entiende que una desigualdad en el trato origina una discriminación si  las diferenciaciones de trato no tienen una justificación objetiva y razonable. Lo que se prohíbe es la arbitrariedad de la desigualdad.
-1) Derecho a la igualdad en el trato
- Es un derecho subjetivo que exige un mismo tratamiento ante supuestos idénticos. Sin embargo, los poderes públicos pueden tratar de forma desigual a situaciones objetivamente idénticas cuando:
( El TC ha ido aplicando la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos:

a) Se exige que los supuestos de hecho o las situaciones que quieran compararse sean objetivamente comparables. Ha de haber una cierta identidad en los supuestos que se comparan.

Ejemplo: en el ejercicio del derecho a la educación, no es los mismo el acceso a la universidad que acceso a la enseñanza obligatoria

b) Que la persona que alegue que ha recibido un trato desigual debe alegar también un término de comparación (tertium comparationis). 

El TC ha entendido que en ningún caso el tertium comparationis puede ser una situación ilegal. No cabe un derecho a la igualdad en una situación de ilegalidad. 
c) La discriminación debe tener una finalidad, tiene q estar justificada ( esto implica q no sea un acto arbitrario).La finalidad debe ser legítima, constitucionalmente admisible:

-Xq persiga un bien, un valor o la satisfacción de un dº constitucionalmente relevante.

-Tb se admite su legitimidad siempre y cuando no vulnere el orden de valores establecido en la C.

Será legítima si cumple o si sigue alguna de las 2

d) Además de cumplir con finalidad y legitimidad, se entiende realmente q no vulnera el dº a ser tratado igual si es además razonable, racional y proporcional. La discriminación debe superar el test de la razonabilidad, racionalidad y proporcionalidad.

T. Razonabilidad: se valora si una decisión/diferenciación tiene una justificación razonable o si, al contrario, carece de ella

T. Racionalidad: Implica la adecuación entre los medios y fines. Verificar si ese trato desigual q introduce la norma o el acto dl poder público es adecuado al fin q se pretende conseguir cn esa diferenciación de trato. STC 22/81. cuestión de inc. Estatuto de trabajadores. Ej: plazas en la administración para discapacitados

T. Proporcionalidad: ( Prop. en sentido estricto ). La norma o disposición o acto del poder público puede ser razonable, racional xo, en todo caso, debe ser la alternativa menos gravosa

2) Principio de no discriminación ( art. 14 )

-En el art 14 se establecen las causas específicas de no discriminación: “nacimiento, raza, sexo, religión, opinión”, xo, además, se establece una cláusula general:” cualquier otra condición o circunstancia personal o social”. Esta cláusula bloquea el contenido de la igualdad.

-La significación más relevante de la no discriminación la tiene x las causas específicas, no x la cláusula general. ¿ Q sentido tiene q el constituyente las identifique taxativamente en el texto constitucional? El constituyente pretendía enfatizar los motivos más comunes x los cuales se colocaba a det sectores de la sociedad en posiciones más desfavorecidas. Exige un plus de carácter jurídico. Se prohíbe cualquier tipo de discriminación pero, especialmente, la de las causas citadas. Implica q cualquier trato discriminatorio q se base en algunos de estos motivos se convierte en trato sospechoso de causas de discriminación. Funcionan las categorías cm sospechosas.

- Tb son discriminatorias, además de los actos q tengan q ver cn ellas, las omisiones de actuaciones q permitan el mantenimiento de situaciones de discriminación x esos motivos. Las omisiones del poder público q n pongan freno al mantenimiento de estos actos. Quien alega la discriminación debe probarla, n se invierte la carga de la prueba. El plus es de exigencia en la motivación. La razonabilidad, la racionalidad y la proporcionalidad han de ser manifiestas, debe verse claramente su justificación.

-Las causas se pueden actuar de forma inversa. Se legitima para q, en virtud del art. 9.2 los poderes públicos puedan actuar acciones de discriminación en positivo, y se justifican en esas causas.

-Lo q se pretende es restablecer la igualdad frente a hábitos sociales muy arraigados, sobretodo x razón de sexo. Es un desarrollo de la doctrina.

-No significa q sean suficientes las causas, debe haber un trasfondo, q la actuación de los poderes públicos discriminando n se base tanto en la causa, sino en la tradicional situación. (STC 207/87, sobre jubilaciones anticipadas hombres/mujeres).

- Lo q origina la constitucionalidad de esas normas o actos no son sólo los primeros requisitos (test) sino tb la necesidad de argumentación.

-128/87 STC de las guarderías, de 16 de julio. Recurso, plus de 4000 pts. Q un hospital ofrecía a las madres (q no padres) con hijos menores de 6 años. Argumentación: función de la mujer cn hijos, razones históricas y tb consolidadas. Se usan datos empíricos para la argumentación: “ existe una realidad social...”. Si esta realidad continua ( desigualdad social en la incorporación y mantenimiento laboral de la mujer) n puede considerarse discriminatoria la actuación.

-STC109/93 Cuestión de inconstitucionalidad contra el estatuto de los trabajadores. Maternidad+lactancia ( n se considera la lactancia artificial). Se solicita al juez q solicite CI ( cuestión prejudicial ). Se recuerda la  doctrina de la  STC 128/87. En el voto particular se pone de manifiesto el riesgo q la discriminación negativa hacia los hombres, se convierta en negativa para las mujeres. Si se obliga a los empresarios a tomar medidas a favor de la mujer a la hora de contratarlas, dejarán de hacerlo.

T6.DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA
- Los derechos se conciben como límites frente al poder. Con el tiempo se asegura una libertad de actuación frente a otros individuos. 

- Así el Estado posé unos mecanismos (el PODER JUDICIAL) para tutelar esos derechos ya que un particular por si mismo no puede garantizar por si mismo la plena efectividad de esos derechos salvo que en última instancia pueda acudir a una fuerza privada. Aparte de intentar evitar la fuerza privada, también se quiere establecer la efectividad del sometimiento al ordenamiento.

- En este contexto situamos el art 24 CE. Incorpora las garantías jurisdiccionales de los DF. Este art, en si mismo, es también un  DF. Así pues, sus particularidades son que es una norma de garantía y estas garantías se conciben como auténticos DF.

- Por otra parte, el art 24 no incorpora contenidos muy novedosos sino que el constituyente incorpora preceptos recogidos en el derecho internacional.

1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra si mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia.
La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.
- Estamos en presencia de un derecho constitucional y superprotegido (DF, LO, reforma agravada, Recurso de amparo)

( Naturaleza:

-Este derecho es un derecho prestacional (exige una prestación del Estado) pero frente al Poder Judicial también es un derecho de prestación (cada miembro del PJ está obligado a ejercer la potestad jurisdiccional juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado)

- También se califica como un derecho de configuración legal. El primer destinatario del derecho es el legislador. El único límite con el que se encuentra el legislador es el contenido esencial.
- El TC interpreta que la regulación por parte del legislativo ha de ser antiformalista, flexible. Cualquier limitación que imponga el legislador ha de ser interpretada lo más flexible posible por cada uno de los integrantes del Poder Judicial. 
- Tanto las normas procesales, las formas y los requisitos del procedimiento son en todo caso instrumentos al servicio de la tutela judicial efectiva, pero no son finalidades de esta tutela judicial. Además del principio de interpretación conforme, se impone el principio de antiformalismo.
- Esta interpretación conlleva a consecuencias:
1) Toda limitación que se puede interponer ha de venir justificada y ser proporcional a la institución procesal en juego.

2) Como efecto de aplicar esa regla de la proporcionalidad, esa proporcionalidad ha de presidir el efecto que se le de a cualquier incumplimiento de una norma procesal.

- Esta interpretación pro-libertate te exige eliminar todo indicio de arbitrariedad de las decisiones judiciales exigiendo las motivaciones (más aún en el proceso penal: garantizada o reforzado por un plus)

( Contenido del  art 24 

- El 24.1 consagra constitucionalmente todas las garantías aplicables a todo tipo de procesos de carácter jurisdiccional (el acceso al proceso y la sustanciación del mismo sin que pueda producirse indefensión)

- Estas garantías por si misma no son efectivas sino que se cumplen cuando se dan las condiciones legales. Serían garantías previas al proceso.

- El 24.2 tiene un contenido más específico porque se encarga de consagrar lo que son las garantías concretas del proceso. Pese a que algunas garantías son extrapolables a otro tipo de proceso, son sobretodo las garantías que debe cumplir el proceso penal.  

- Estas garantías se satisfacen durante el proceso. Solo cuando se cumplen todas se entiende que se han hecho efectivas sin indefensión.

( Titulares del derecho:

- Cualquiera (todas las personas físicas, jurídicas privadas y públicas, nacionales, extranjeros…) tienen derecho a la tutela judicial efectiva.

( Objeto del derecho:

- Es la protección jurisdiccional de los derechos constitucionales y los intereses legítimos (intereses de la persona con carácter personal , individualmente considerada o  en colectivo/ social, relevantes para el ordenamiento).

- Según el TC solo son intereses legítimos los personales. De este modo se niega el acceso al interés legítimo por parte de la persona jurídica pública con intereses impropios. 
( Sentencias TC de 1988:

- Se parte de la concepción  que considera a los DF como garantía frente al poder público. Esta idea quedaría desnaturalizada si se les otorgara el interés legítimo.
- Considera que el interés legítimo ha de entenderse como un interés propio, específico y no genérico en la preservación de derechos.
- Cuando las instituciones de carácter  público defiendan intereses propios no personales no entrarán a formar parte del derecho a la tutela judicial efectiva como derecho fundamental.
Artículo 24.1: Contenido de la tutela y la cláusula de indefensión

- El derecho a la tutela judicial efectiva no es:
a) No es un derecho incondicionado al acceso a la prestación jurisdiccional. Como es un derecho de configuración legal se tiene este derecho siempre y cuando se cumplan los requisitos que el legislador establece para acceder a los tribunales.

b) No es un derecho que supone tener un derecho a obtener una resolución de fondo que nos de siempre la razón. Se tiene derecho a que un tribunal solucione una controversia con arreglo a criterios jurídicos.

c) No es un derecho a una resolución acertada. Cuando no hay una resolución acertada no se viola por si misma el derecho a la tutela judicial efectiva. 

- El derecho a la tutela judicial efectiva implica:

a) Es un derecho que implica el derecho al libre acceso al proceso. Quiere decir que cualquier defecto procesal debe ser interpretado de acuerdo al sentido más favorable del ejercicio de este derecho y de acuerdo a las reglas de la proporcionalidad.
( STC 2/89: Es desproporcionado entender que por la falta de un requisito de depósito a la hora de presentar un recurso, teniendo en cuenta la trayectoria y que se sigue toda la legalidad,  se entienda por igual desistido que inadmitido.
- Las causas de  inadmisión obstaculizan este derecho. Han de cumplir requisitos como:

1) que tengan una cobertura legal explícita. El legislador ha pasado el filtro de razonabilidad y proporcionalidad.

2) Las resoluciones de inadmisión tienen que estar hipermotivadas. 

3) La resolución ha de ser proporcionada para cumplir con los criterios de flexibilidad en la interpretación de las condiciones procesales (antiformalismo).
- La inadmisión es diferente a la declaración de incompetencia que puede realizar un juez. Esto no es un obstáculo porque quedan a salvo otras vías para ejercer libremente este derecho.

- La manisfestación concreta del derecho al libre acceso al proceso es escoger la vía judicial que queramos siempre que esta posibilidad nos la ofrezca el legislador.
b) Es un derecho a la defensa sin que pueda producirse indefensión: Significa que las partes de un procesa tengan salvado el derecho a la defensa en igualdad de “armas”. No hay posición privilegiada que permita indefensión en el proceso.
- La indefensión no ha de ser atribuible a alguna causa o actitud de las partes. La indefensión es relevante desde el pto de vista constitucional cuando deriva de algún acto/actitud atribuible a algún órgano judicial.

- No sería indefensión si una de las partes, con un plazo para llevar ante el tribunal las pruebas, no las presenta. - Si que lo sería si el juez no le comunicara un determinado acto procesal a alguna parte.

- El concepto de indefensión NO es un concepto formal. Solo da lugar a indefensión aquella infracción del juez/tribunal que realmente prive a una de las partes a la defensa/igualdad de armas. Se parte de un concepto material de indefensión.

c) Es un derecho a una resolución de fondo fundada en derecho: Las resoluciones han de ser motivadas ( art 120.3 CE) conforme a criterios jurídicos (no arbitraria ni irrazonable) y congruentes con el petitum (correlación entre lo que se pide y lo que el juez resuelve). 
( STC 2002: Primer caso en que se acepta que la negativa a elevar por un juez la cuestión de inconstitucionalidad puede vulnerar el art 24 CE.

d) Es un derecho a ejecutar las sentencias: Incluso cuando el objeto de la resolución ha desaparecido el juez está obligado a establecer una satisfacción equitativa económicamente. 
- De este derecho se deriva el principio a la firmeza/intangibilidad de las sentencias: no se pueden modificar las sentencias una vez firmes. El TC trastoca la intangibilidad porque hasta que no resuelve no hay consideración de firmeza. Esto no sucede con el TEDH porque sus sentencias son obligatorias pero no ejecutivas.

e) Derecho adicional: Es un derecho a los recursos. Derecho al acceso a los recursos legalmente previstos (con las mismas garantías de las vistas hasta ahora).

- Esto no quiere decir que deba existir siempre una segunda instancia. Cuando la hay, se tienen los mismos derechos que para la primera. Hay una excepción: En el proceso penal se decretó obligatoria la segunda instancia.

Cláusulas específicas del artículo 24.2

- Garantías que se deben asegurar en la sustentación del proceso. Cuando se cumplen se satisface la tutela judicial efectiva.

- Son garantías sobretodo aplicables al proceso penal. Alguna de ellas (defensa, asistido al interprete….) puede ser extrapolables a otros procesos:
1) Juez ordinario predeterminado por la ley.

- Derecho a un juez ( enjuicia un órgano jurisdiccional, no administrativo) ordinario ( cualquier juez ni excepcional ni especial. El art 117 CE prohíbe los tribunales de excepción. La AN no se considera especial) predeterminado por la ley (la ley debe crear el órgano judicial y sus competencias, de tal manera que una vez que se produzca el hecho delictivo, sea ese juez predeterminado el que tenga que juzgar)
- Se entendía que la LO 6/2002 de partidos políticos, al determinar que sea la sala especial del TS la que disuelva los partidos políticos al tener conocimiento del hecho delictivo, vulneraba el derecho al juez ordinario predeterminado por la ley.  El TC consideró que se trataba de un órgano judicial ya existente al que se le dota por medio de la reforma de la LOPJ  de una nueva competencia con carácter general y para el futuro. 
- Hay una exigencia de juez imparcial. Para ello el ordenamiento dispone de causas por las que los jueces pueden abstenerse de juzgar algo o las partes pueden proceder a la recusación de los jueces. (LOTC: ej: vínculo de parentesco, relación amistad o enemistad manisfiesta….)

- Como exigencia de juez imparcial, en el proceso penal se tuvo que separa el juez instructor del juez que finalmente debía resolver el proceso penal. Se entendió que el juez que instruía el caso tenía una relación intima con el caso y se quedaba sin la imparcialidad necesaria.

2) Derecho a la presunción de inocencia:

- Parte de la presunción de que los ciudadanos no son autores de los hechos tipificados como delitos.  Quien imputa la comisión de un delito a otro es quien lo tiene que probar. Las pruebas aportadas por el acusador han de ser sólidas y legales para que el juez/jurado no dude que esa persona es culpable de lo que se le imputa.
- Ámbito de aplicación: Al principio estaba previsto para el proceso penal, luego se admitió también para el proceso administrativo sancionador. Finalmente se ha admitido para cualquier proceso (incluso el civil).
3) Derechos de garantía del proceso debido:

- Es llevar a cabo un proceso justo y equitativo. Sus premisas son:

a) Derecho a ser emplazado personalmente. Si no se puede emplazar personalmente, cabría emplazamiento edictal. 
b) Derecho a notificación a las partes para defenderse en “igualdad de armas”.

c) Derecho a interprete cuando sea necesario. Proviene del art. 17 CE en relación a las detenciones.

- Cuando una persona no conozca el idioma castellano.

- Se ha admitido el uso de un interprete cuando se presume que se conoce el castellano pero se alega no conocerlo lo suficiente para llevar a cabo la defensa (problemática en la cooficialidad de las lenguas). El TC considera que prevalece el derecho a la defensa que cualquier presunción de conocimiento de la lengua.

4) Las garantías expuestas en el mismo 24.2 CE:

a) Derecho a ser informado de la acusación formular:
- De los hechos delictivos y de la calificación jurídica de los hechos. Solo podrá ser juzgado de lo que se le acusa.

b) Derecho a la defensa y a la asistencia letrada: 
- Derecho a un abogado. Si no tiene dinero suficiente cabe uno de oficio pudiendo llegar a ser gratuito.

- En relación a la autodefensa (acusado con conocimientos jurídicos) no es incompatible con el derecho del acusado a la última palabra.

c) Derecho a un proceso público: 
- Se conecta con lo establecido en el 120.1 CE ( “Las actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las leyes de procedimiento”).

- Esto no significa que todas las actuaciones siempre y en todo caso sean públicas y orales, sino que al menos en el proceso penal debe garantizarse algún mecanismo por el que se lleve a cabo un juicio oral y público.
- Circunstancias que justifiquen la no publicidad: defensa de derechos y libertades, relación oden público, menores….

d) Derecho a un proceso sin dilaciones indebidas atribuibles al anormal funcionamiento de la justicia

- No se vulnera este derecho cuando el proceso se lleva a cabo incumpliendo los plazos procesales. NO hay un plazo concreto. El concepto de dilaciones indebidas es más amplio.  Se tiene que ver si entramos en la dilación indebida en función de la complejidad del proceso, las circunstancias objetivas/subjetivas que rodean la sustentación del proceso, lo que dura normalmente un proceso de similares características...

- La dilación NO ha de ser imputable a alguna de las partes del proceso.

- Cabe indemnización según el 121 CE.
e) Utilizar los medios de prueba pertinentes

- Siempre que recaigan en hechos y no en derecho.
f) Derecho a no declarar contra si mismo, no declararse culpable y a no declarar sobre hechos supuestamente considerados delictivos.
- En el ámbito tributario (aportar datos que me puedan inculpar). El TC no consideró que vulnerara este derecho.

- En el test de alcoholemia (soplando declaras contra ti mismo). El TC no consideró que vulnerara este derecho.

- STC 103/85: Considerara que el afectado solo tolera que se le haga una especial modalidad de prueba.

g) Prohibición de la Reformatio Imperios

- Al recurrente NO se le puede empeorar la situación en la segunda instancia salvo que en esa segunda instancia se aleguen nuevos hechos y se lleven a cabo nuevas pruebas. En este caso, el condenado en primera instancia tiene el derecho a la defensa y a la contradicción de esas nuevas pruebas.

T7. LOS DERECHOS INDIVIDUALES
Derecho a la vida y a la integridad física (art.15CE)

- Es el derecho que no es susceptible de ser limitado. Se dice que es un derecho absoluto. El derecho a la vida se puede unir al derecho a la libertad religiosa, por ejemplo o a la libertad ideológica, aunque aquí ya entramos en algún que otro conflicto.

-El derecho a la vida, si está en contacto con bienes jurídicos constitucionales, también pueden dar lugar a situaciones problemáticas.

- Cabe decir que la pena de muerte no existe gracias a una legislación orgánica.

Cuando se inicia el derecho a la vida?

STC 56/85: el derecho a la vida sólo lo tienen las personas. La CE reconoce este derecho a personas ya nacidas y entendía como valor jurídico en si este derecho: el nasciturus.

En relación con esta sentencia, nos preguntamos: ¿existe un derecho a la propia muerte?; pues el TC entendió que “el Estado podría imponer la vida a toda la población”. ( STC 120/1990 en donde nos dice que “el Estado puede imponer la vida a quién quisiera quitársela”.

STC 154/2002: se trata de una negación por parte de los padres a una transfusión de sangre a su hijo, el cual muere al no realizarse dicha intervención mostrando motivos religiosos que iban en contra de sus creencias; pues bien, aquí, el TC, dice que han vulnerado sus derechos al culparles penalmente infringiendo su libertad religiosa, es decir, le dan la razón a los padres.

Derecho a una muerte digna

Para morir, se pone intervención activa de un tercero; pues bien, en este supuesto, existe un delito tipificado hacia esa tercera persona.

Algunos creen que el derecho a la vida tendría que tener un mínimo económico vital, en el cual el Estado tendría que ayudar a la persona para poder vivir. Se plantea como un fin para orientar la orientación del Estado como un principio rector.

Derecho a la integridad física y moral

-Defiende la inviolabilidad de la persona en atacar su integridad física y espiritual, si  no se tiene el consentimiento del titular.

-Este derecho a la integridad física se observa claramente, pero contra el espíritu, como se acota: El deber de protección de la integridad física obliga a los poderes públicos a impedir mutilaciones o heridas de las personas, incluso las realizadas por su propia voluntad, aunque en este caso los usos culturales permiten considerar aceptables, en determinados supuestos, actos contra la integridad física (la circuncisión o la realización de agujeros en las orejas, por ejemplo)
-En la  STC 206/1997 en donde se establecen las bases de lo que se entiende la integridad física y moral.

Derecho a la libertad religiosa, ideológica y de conciencia (art.18 CE)

- Supone la manifestación interna de la libertad de expresión como su derecho más amplio. Ampara el conjunto de ideas, conceptos y juicios que el hombre tiene de las distintas realidades del mundo y la vida.

La CE ampara y le otorga una vertiente externa y en negativo: nadie puede verse obligado a decir su religión o ideales.

- Sentencias: STC 166/1996 (su voto particular) y STC 19/1985. 

Derecho de libertad y seguridad (art. 17CE)

- Su complemento se encuentra en el artículo 25 de la CE.

-Artículo 17 de la CE ( derecho subjetivo personal. Es diferente al del atículo 1.1 de la CE. Así como también es diferente el artículo 17 y el 9.3 sobre la seguridad. 

Los artículos 17 y 25 de la CE buscan la protección jurídica de la persona.
Regulación constitucional
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de "habeas corpus" para producir la inmediata puesta a disposición judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinara el plazo máximo de duración de la prisión provisional.

- Sus titulares ( son todas las personas, en principio. Algunas tienen especial sujeción: los menores, en las relaciones laborales, los de disciplina militar o los presos.

- Características - la libertad de la persona es la regla general, salvo circunstancias previstas en una ley. 
- No siempre debe ser decretada por el juez: detención preventiva, prisión provisional y retención. 
 - Una de las características más importantes es la legalidad de esta privación de libertad, ya que sólo es precedente si la ley así lo establece.

(  legalidad punitiva y legalidad procesal.
- La retención nos aparece como una figura entre la detención preventiva y la prisión provisional. 

- La retención fue una figura legal en la “Ley Corcuera” ( se produce la privación de libertad momentánea a causa del ejercicio de la actividad de policía preventiva de los Cuerpos Policiales o Fuerzas Armadas. Todo ello se basa en la garantía de la seguridad ciudadana. 
- El TC en 1988 entendió que la Retención ( en diligencias policiales) no entraba en el ámbito del art 17 CE porque no implica una privación de libertad.
- La retención se reguló en la LO 1/92 (ley corchera) estableciendo que las diligencias de identificación, si no podían practicarse en la vía pública, podían practicarse en las dependencias policiales más cercana siempre que:

1) fuera necesario para el buen ejercicio de la protección que lleven a cabo las FCSE

2) para impedir la comisión de un delito/falta o para sancionar una infracción.

- La STC 341/93 estableció que la figura de la retención se entendía constitucional. Pese a no ser una privación de libertad del art 17 CE podían hacerle extensible algunas garantías de este articulo:

- Se exigió que el tiempo de la retención fuera el estrictamente necesario. Si no: Habeas Corpus.

- Los agentes tenían que informar de los motivos por el cual se hacía el requerimiento de identificación.

- El TC entendió que, debido a que la única finalidad de la retención era la identificación,  no era aplicables a la retención:
- La obligación de no declarar

- La asistencia de letrado.

- Las garantías del art 17 eran aplicables a la DETENCIÓN y a la PRISIÓN PROVISIONAL:

La detención:

- La detención es una situación fáctica que implique una pérdida de libertad. No es una decisión judicial.
( Causas:

- En función del sujeto distinguimos:

a) El que priva de libertad es un Particular: Delito flagrante, fuga, o por motivos racionalmente suficientes que evidencien la comisión de un delito.

- Es una facultad excepcional que solo obliga a poner inmediatamente a disposición policial a la persona detenida.

b) Privan de libertad los FCSE:  Tienen la obligación de detener  y el juez de decidir sobre la detención

- Las FCSE detienen cuando haya motivos suficientes para creer en la existencia de un hecho considerado delito en el ordenamiento penal y de la participación de la persona en esos hechos.

- Si no se dan estos requisitos, la detención es ilegal.

( Objeto:

- Las personas que participen en esos hechos pueden ser detenidos excepto:

a) El rey no pude ser detenido nunca 

b) Los parlamentarios/miembros del poder judicial solo en caso flagrante.

( Tiempo de la detención

- La detención ha de durar el tiempo estrictamente necesario para practicar las diligencias oportunas, sin superar las 72 horas. Una vez pasa este tiempo, se pone en libertad o se pone a disposición judicial.

- Los supuestos excepcionales: régimen de extranjería y los terroristas (ampliación a 48 horas más autorizadas por el juez)
- El 17.2 puede ser suspendido en el estado de excepción. El 17.2 y 3 en el caso de estado de sitio (art 55.2 CE)

( Garantías procesales:

- Son de información al detenido. Hay que informar del modo que le sea comprensible de los hechos que han motivado la detención y de los derechos que le asisten:

- Derecho a guardar silencio, no contestar, declarar solo ante el juez

- Derecho a no declarar contra si mismo y a no declararse culpable

- Derecho a la asistencia de un abogado

- Derecho que se ponga en conocimiento de un pariente del lugar donde está detenido (excepciones en caso terrorista)

- Derecho a ser reconocidos por un médico forense.

- Si las detenciones no cumplieran los requisitos dichos hasta ahora, se podría activar el procedimiento de Habeas Corpus para verificar si en la detención se han llevado a cabo todas las garantías del art 17 CE:

- Procedimiento rápido (máximo 24 horas).
- Regulado en  LO 6/84:

-Legitimación: Defensor del pueblo, Ministerio fiscal, el propio juez competente, el detenido o cónyuge/ascendientes/descendientes/hermanos…

- Resuelve: el juez de instrucción del lugar donde esa persona está detenido. Si no se conoce, el juez de instrucción del lugar donde se practica la detención. Si el juez entiende que la detención es correcta se archiva el procedimiento. En caso contrario, si se encuentra alguna ilegalidad en el fondo, el juez puede:

a) Poner inmediatamente en libertad al detenido

b) Poner al detenido bajo la custodia de otros agentes

c) Poner el detenido a disposición del juez

- Procedimiento: Se dirige un escrito al juez indicando hechos, requisitos y motivos.
Prisión Provisional:
- El juez, una vez entiende que hay indicios racionales de la comisión de un delito por parte del detenido, puede decretar la prisión preventiva pasando el detenido a ser acusado.

- Es una medida cautelar contemplada con la finalidad de garantizar el resultado final de proceso. 

- No tiene como finalidad evitar la comisión de evitar nuevos hechos delictivos. No es un cumplimiento anticipado de la actual pena (rige la presunción de inocencia). Una vez llevado a cabo el proceso con garantías y el acusado es declarado culpable se le abona la prisión preventiva a la condena final. Si no lo es, cabe indemnización.
- Se aplica de forma restrictiva: según la naturaleza del delito, la alarma social, el riesgo de fuga y los antecedentes.

- La duración puede ser durante la fase de instrucción o hasta que haya sentencia firme. 

- Hay una figura intermedia entre la prisión preventiva y la libertad definitiva: La libertad provisional:

- Implica una cierta restricción de la libertad de movimientos y a tener que personarse periódicamente ante el juez

- En la medida de privación de libertad por internamiento en centros psiquiátricos también se aplican los derechos del artículo 17 CE.

- La continuación de las garantías del art 17 se continua en el art 25 para los condenados con sentencia judicial firme:

1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la redacción y reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de libertad.
- Garantías del art 25:

1) 25.1:Rige el principio de legalidad penal. Concreta el art 9.3 CE. Implica una doble garantía:
a) Se traslada al ámbito penal sancionador la efectividad del principio de seguridad jurídica:

- Se prohíbe una interpretación analógica menos favorable para el condenado. 

- Ha de haber una ley previa (se concreta la irretroactividad de las normas penales sancionadoras)

b) La ley ha de ser cierta , es decir, que establezca el hecho y la sanción 

2) 25.2. Textual.
3) 25.3. Se admite que la administración Civil puede ejercer un poder sancionar previsto por la ley con todas las garantías. No puede haber privación de libertad, solo decretable por un órgano jurisdiccional.

- No entra en el ámbito de esta norma la administración militar o aquellas cuerpos de Seguridad que tengan un régimen disciplinario militar sin ser administración militar (la Guardia Civil).
- En la administración sancionador son aplicables todas las garantías del art 24 CE. 

- El ejercicio sancionador es controlable por los tribunales. De aquí el tribunal extrae otro derecho como el principio de “Non bis in idem”: nadie puede ser sancionado ni condenado por la comisión de unos mismos hechos. Se impone la decisión jurisdiccional frente a la administrativa.

Derechos en el ámbito privado: inviolabilidad de domicilio, secreto de las comunicaciones
Inviolabilidad de domicilio

- Según el 18.2 CE  el domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en el sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
- Se trata de una garantía de vida privada, que no sólo se fundamenta en la seguridad personal frente a terceros, sino que en su vertiente positiva es expresión del derecho genérico a tener una vida privada e íntima.
- El concepto constitucional de domicilio no coincide con el propio de otros sectores del Ordenamiento (civil, fiscal..): comprende aquel espacio aislado del exterior donde la persona realiza su vida privada. 

- Según STC 137/1985  el domicilio inviolable es un espacio en el cual el individuo vive sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales y ejerce su libertad más íntima. Así, a través de este derecho no sólo es objeto de protección el espacio físico en sí mismo considerado, sino lo que en él hay de emanación de la persona y de esfera privada en ella.

- Por tanto, no sólo se impide la entrada o registro en el domicilio, sino también se protege frente a escuchas mediante aparatos mecánicos o electrónicos, aunque no haya existido penetración directa de personas. 

- A los efectos constitucionales, es domicilio una habitación de hotel donde se habita, una caravana o una segunda residencia, y no lo es el domicilio legal donde no se habita. No forman parte del domicilio las mesas de una oficina pública, pero sí de las dependencias de una sociedad donde una persona jurídica realiza una actividad privada. Por ello, el derecho a la inviolabilidad de domicilio corresponde a las personas físicas, pero también a las jurídicas.

- La CE establece diversos supuestos en que es lícita la entrada en el domicilio de una persona: el consentimiento del titular (o de uno de los titulares), una resolución judicial que lo autorice o la comisión de un delito flagrante. La CE no contempla de forma expresa la existencia del caso del necesidad o fuerza mayor, pero éste es deducible racionalmente y así está previsto por la ley. 
Secreto de las comunicaciones
- Según el art. 18.3 CE se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo resolución judicial.
- Este derecho es una modernización del tradicional derecho al secreto de la correspondencia, a fin de preservar  el carácter reservado de todas las comunicaciones realizadas a través de cualquier instrumento. El secreto de las comunicaciones abarca el hecho mismo de la comunicación y la identidad de las personas con las que se ha establecido. Como en el caso anterior, las pruebas conseguidas conculcando este derecho carecen de validez.
Honor, intimidad y propia imagen se explicara más adelante.

T8. DERECHOS POLÍTICOS

Derechos de participación en los asuntos públicos: el derecho de sufragio, acceso a la función pública y participación directa.

 23.1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
 23.2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los requisitos que señalen las leyes.
- Son un conjunto de derechos que garantizan en última instancia la legitimidad de un estado. 
- Participación en asuntos públicos (23.1)
- El TC entendió este derecho como un derecho de participación en la política. El 23.1 es un derecho reconocido a los nacionales españoles y no a los extranjeros (art 13 CE)
- Se contempla la participación desde distintos ptos de vista:

( Directa: De los ciudadanos sin intermediarios. Se concreta a través del instituto del Referéndum (art 92 CE), la iniciativa legislativa popular (87.3 CE) o el derecho de petición.

( Por medio de representantes: Todas las personas tenemos derecho a elegir a nuestros representantes a través de sufragio universal

- Perspectivas de análisis del art 23

a) ACTIVA:

- Se manifiesta en el derecho de sufragio activo por el que todas las personas tienen derecho a elegir a sus propios representantes. Hay excepciones con resolución judicial motivada (los incapaces y los internados en hospital psiquiátrico)

- Se conecta este derecho con el derecho al representante elegido a permanecer en el cargo sin que pueda ser removido del mismo por causas ajenas a la voluntad del electorado manifestada en las elecciones generales.

- La CE contempla el sufragio activo como un DF. Es importante porque en el ordenamiento español el sufragio no es un deber, sino  un DF. Esto no pasa en otros ordenamientos.

b) PASIVA:

- Todos tenemos el derecho sufragio pasivo, es decir, podemos ser elegidos para cargos públicos. Hay excepciones en los art 6 y ss de la LOREG (miembros de la familia real, presidente de TS, TC, Tcuentas y  Consejo de Estado, magistrados del constitucional, vocales del CGPJ, Fiscal General de Estado,  DPueblo y adjuntos,  Secretario general y directores general de los ministerios, Secretario de Estado…..)

- El acceso a cargos públicos ha de ser en condiciones de igualdad. Se exige el requisito de mérito y capacidad.

- Este derecho es de configuración legal. Se está a lo dispuesto en la LOREG…

-Acceso a cargos y funciones públicas (23.2)
- Todos somos elegibles en condiciones de igualdad. Todos tenemos derecho a permanecer en el cargo que hemos sido elegidos en condiciones de igualdad.

-  Supone un derecho a no ser removido o sustituido sino por las causas establecidas legalmente y siguiendo el procedimiento que la propia ley establezca

- Se contempla el derecho a desempeñar el cargo de acuerdo con lo previsto en la ley

-Garantías de los derechos de participación en los asuntos públicos

- Se establecen, como DF, las vistas hasta ahora más la consideración de LO , reforma agravada, R.Amparo…
- La LOREG establece un sistema de garantías adicionales: El procedimiento contencioso electoral:

- Para la fase de proclamación de candidaturas y la de cómputo de resultados

- Se inicia ante junta electoral de zona, luego junta electoral general y luego se puede pasar a la sala contenciosa del supremo. Contra la decisión del supremo cabe recurso de amparo constitucional ante el TC. Especifidad por los plazos:

El recurso por violación de este derecho pasa de 20 a 3 dias. El TC ha de resolver el recurso de amparo electoral antes de 15 dias
Libertad de expresión e información

- Según el art 20  CE:

1. se reconocen y protegen los derechos:
A) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o cualquier otro medio de reproducción.
B) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
C) A la libertad de cátedra.
D) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.

4. Estas libertades tienen su limite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud y de la infancia.

5. Solo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de resolución judicial.

- El art 20.1 es una consagración constitucional de la libertad de expresión como concreción más externa de la libertad de pensamiento.
- El art 20.2 es una garantía adicional en el ejercicio del derecho. Se complementa esta garantía con el 20.5

- El art 20.3 no es un DF sino una actuación de los poderes públicos

- El art 20.4 contiene los límites de las libertades reconocidas.

- El derecho de libertad de expresión tiene una doble dimensión:

a) Subjetiva: Son derechos de la persona en cuanto es persona. No se tiene en cuenta la condición política o social para ser titular de este derecho DF
b) Significa un presupuesto indispensable para la existencia de un estado democrático y del ejercicio de otros derechos.

- El TC considera que la opinión pública libre da sentido a otros derechos de participación y a un correcto pluralismo político.
- La libertad de expresión y la libertad de información garantizan la opinión pública libre.

-  STC 6/1981 de 14 de Abril( Considera que la opinión pública libre (vertiente política) y los derechos de libertad de información y expresión  (vertiente objetiva) sirven para asentar la legitimidad democrática.

Contenido del art 20 CE

- Dejando al lado la libertad personal y la libertad de cátedra, se centra en reconocer dos derechos autónomos por el objeto, los cuales pretende proteger:

( LIBERTAD DE EXPRESIÓN del 20.1.a): Libre emisión de creencias, valores, ideas, pensamientos….

( LIBERTAD DE INFORMACIÓN del 20. 1.d): libertad de información de hechos que se sean noticiables.
- Con una configuración autónoma el constituyente se aparta del precedente Internacional donde la libertad de información es un instrumento de la libertad de expresión.

- En la práctica, esta separación por el objeto se diluye en la mayoría de los casos. 

Libertad de Expresión

- Titulares: TODOS (pers priv, fis, jur, pub) tienen derecho a difundir ideas, juicios de valor…por cualquier medio (palabra, medios de reproducción…).

- Según el art 14 CE se prohíbe la discriminación por el ejercicio de la libertad de expresión

Libertad de Información

- Derecho con contenido complejo. Confiere dos derechos: derecho de comunicar información y el derecho de recibir información
- Los titulares son TODOS las personas  y no solo los periodistas. El TC reconoce una cierta posición preferente a los periodistas por su papel de intermediación entre los hechos/noticias y la opinión pública.

- La CE ha reconocido derechos específicos para los periodistas (cláusula de conciencia y secreto profesional)

- Se intenta proteger la difusión de un conjunto de hechos noticiables por su trascendencia pública.
- Límite intrínseco: la veracidad de la información, es decir, de hechos veraces no falseados.  Esto ha sido entendido como un especial deber de diligencia del informador. El informador cumple si contrasta la noticia, aunque sea errónea. Ahora bien,  no se ampara la libertad de información si se sabe que es inexacta o no ha sido contrastada.

Garantías constitucionales de la libertad de expresión y información

1) Art 20.2 CE ( Prohibición de censura previa. El ejercicio de estas libertades no puede someterse a un examen oficial previo siendo éste examen una medida limitativa abstracta. Es una garantía absoluta sin admitir excepción alguna.

- Se ha de interpretar en la clave política del franquismo.
2) Art 20.5 CE ( Prohibición de secuestro administrativo de las publicaciones salvo por resolución judicial motivada y proporcionada (idoneidad, necesidad, proporcionalidad)
- La STC 187/1999  consolida esta doctrina conectando la censura previa y el secuestro de las publicaciones. Además considera que la autocensura entendida como revisión tampoco se entiende censura a los efectos del art 20.2. 
Derechos específicos

1) La cláusula de conciencia: Derecho del profesional de la información (con relación contractual con la empresa) a resolver o finalizar su contrato obteniendo las indemnizaciones correspondientes a un despido improcedente. Este derecho cabe ejercerlo cuando la política informativa de la empresa cambie siendo la nueva línea contraria a su dignidad profesional, ideas, creencias…
2) Secreto Profesional: Derecho del profesional de la información (con relación contractual) al anonimato de sus fuentes. Este derecho se ejercita en la mayoría de los casos frente al poder público, sobretodo el judicial en el marco de un proceso.
-Todavía no se ha dictado la ley que se establece en el art 24 CE por la que se tiene que regular los casos en que bien por secreto profesional o razón de parentesco no se estará obligado a declara sobre hechos presuntamente delictivos. 
- Así pues, este conflicto se extiende a la ley de secretos oficiales de 1978 (modificada antes de la CE)

- En el supuesto de los profesores (libertad de cátedra) estos supuestos no son aplicables (no recogidos en la CE)

- La otra cara de la moneda son las garantías que se conceden al ciudadano en relación a la libertad de información de los medios de comunicación: DERECHO DE RECTIFICACIÓN (regulación LO 2/84):

- Este derecho posibilita la rectificación de los aspectos considerados inexactos por parte de los medios de comunicación. Los titulares de este derecho de rectificación son los afectados y los representantes legales si el afectado está fallecido.  La rectificación solo puede versar sobre inexactitudes o falsedades de hecho. NO puede versar sobre ningún juicio de valor, crítica o opinión que acompañe a los hechos.
- La rectificación se ha de publicar antes de una semana y con la relevancia en que ha sido difundida la noticia errónea que se ha rectificado.

- Si una información es inexacta y además perjudican al honor….no es incompatible el derecho de rectificación con la actuación para salvaguardar el derecho infringido.

- La resolución del juez por la que el director del medio de comunicación ha de rectificar no tiene fuerza de cosa juzgada porque no se juzga la veracidad de la información ni de su rectificación. En las posteriores acciones legales se resolverá sobre la veracidad…

Límites al derecho de información y libertad de expresión

- El art 20.4 contempla dos límites:

1) LIMITACIÓN GENERAL: respeto a los demás derechos de la CE

2) LÍMITE ESPECIAL: Protección a la juventud o la infancia (libertad de creación artística, científica…), HONOR, INTIMIDAD y PROPIA IMAGEN. Estos derechos garantizan una privacidad.
- Son derechos autónomos con una entidad propia y objeto diferenciado
Derecho al HONOR
- Protege la reputación, buen nombre, estimación personal de una persona en el entorno donde vive o en la comunidad social en la que está ubicado en función de los usos y costumbres del lugar.
- Titular: derecho personal de TODAS las personas físicas (incluso los fallecidos)

- A partir de 1991 se empieza a predicar este derecho de las personas jurídicas de carácter privado. Se consolida en 1995 con la STC 139/95( El honor no es patrimonio exclusivo de las personas físicas. NO se ha de excluir a las jurídicas.

- NO se ha admitido nunca con las personas jurídicas de carácter público. 
Derecho a la intimidad

- Ampara un ámbito de protección de NO ingerencia en la vida privada de las personas. Reservado a la persona o la familia

- Los titulares son todas las personas físicas. También las personas jurídicas de carácter privado con el componente personalísimo. El TC en un auto de 1985 negó que las sociedades mercantiles pudieran ser titulares del derecho a la intimidad.

Derecho a la propia imagen

- El TC lo ha admitido para personas físicas, personas jurídicas de carácter privado y público. 

- También es personalísimo pero aqui el TC considera que el art 18 CE ampara al sujeto frente a la captación o reproducción (intromisiones de terceros) de su imagen física sin su consentimiento. No es el derecho a una imagen sino el derecho a disponer de su imagen frente al exterior. En esta línea: STC 170/87.
Concurrencia de estos derechos con la libertad de expresión y la libertad de información

- Requisitos:
1) El TC exige que no exista ánimo de insultar. Si existe la intención de injuriar se está fuera del ámbito constitucional de reconocimiento de los derechos de libre expresión y se entraría en los derechos de ámbito privado

2) En la libertad de información se exige la veracidad que se ha de probar cuando entra en colisión con otros derechos del ámbito privado. 

- La veracidad no significa que el hecho sea verdad totalmente. Se acepta un margen de error. Ahora bien, hemos de distinguir, según el TC:

a) Los reportajes neutrales: Cuando solo se reproduce lo dicho sin emitir juicios de valor, la veracidad se ve limitada a la trascendencia pública de esa noticia en ese momento.

b) Cartas al director: Se entienden como un reportaje neutral especial. Aquí la veracidad no se trata tanto de contrastarla con la relevancia del momento sino que tiene que haber un deber de diligencia de comprobar cual es la identidad del que suscribe la carta.
3) Análisis de la relevancia pública de la información:

a) Elemento subjetivo: En atención al carácter público o privado del sujeto que va dirigida esa información o al sujeto destinatario de la libertad de expresión:
- El ámbito en el que juega la preferencia de las libertades de expresión e información es más pequeño cuando van referidas a un personaje absolutamente privado. Cuando el personaje es público tiene una relevancia más extensa la libertad de información y expresión. 

b) Elemento objetivo: Se exige el requisito del interés general de la noticia y no la curiosidad social.

- En la Libertad de información en relación con personas privadas se da preferencia a los derechos del ámbito privado siempre que no se cumplan todos y cada uno de los requisitos antes establecidos. (ej: STC 185/2002 de 14 Octubre, en un caso de violación, se dan unos datos que no legitiman el interés general)
- Las personas públicas tienen derechos aunque comercialicen en un determinado momento con ellos. El contenido esencial del derecho es de libre disposición mediante consentimiento (ej: en relación al derecho a la propia imagen: STC 139/2001 y STC 117/1994)

- Cuando media la veracidad de por medio, lo importante en el ejercicio al derecho a la intimidad y la información, es la relevancia pública de la noticia.

Derecho de reunión y manifestación
- Artículo 21 CE

1.Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará autorización previa.

2.En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con peligro para personas o bienes.

STC 66/1995:
- El concepto de orden público debe entenderse como una situación de hecho, el mantenimiento del orden en sentido material en lugares de tránsito público.

-Entendiendo x tal desorden material el q impide el normal desarrollo de la convivencia ciudadana en aspectos q afectan a la integridad física o moral de las personas o la integridad de bienes públicos o privados.

-Para poder restringir el ejercicio del dº  de reunión deberán ponderarse, caso a caso, todas las circunstancias específicas concurrentes en cada una de las reuniones q pretendan llevarse a cabo al objeto de determinar si efectivamente existen razones fundadas para creer q el colapso circulatorio tendrá  las características y los efectos antes descritos.

-La autoridad gubernativa debe:

a)motivar la resolución correspondiente

b)fundarla, esto es, aportar razones

c)justificar la imposibilidad de adoptar las medidas preventivas necesarias para conjurar esos peligros y permitir el efectivo ejercicio del dº fundamental.

-Para comprobar si la medida impeditiva del ejercicio del dº de reunión supera el juicio de proporcionalidad  exigible, es necesario constatar si cumple los siguientes 3 requisitos o condiciones.:
1) si tal medida era susceptible de conseguir el objetivo propuesto – la garantía del orden público sin peligro para personas y bienes- ;
2) si, además, era necesaria en el sentido de q n existía otra medida más moderada para la consecución de tal propósito con igual eficacia; 
3) y, finalmente, si la misma era proporcionada, en sentido estricto, es decir, ponderada o equilibrada para derivarse de ella más beneficios o ventajas para el interés general q prejuicios sobre otros bienes o valores en conflicto 

( Según lo expresado en la LO 9/1983 de 15 de Julio: 
Artículo primero.
1. El derecho de reunión pacífica y sin armas, reconocido en el artículo 21 de la Constitución, se ejercerá conforme a lo dispuesto en la presente Ley Orgánica.

2. A los efectos de la presente Ley, se entiende por reunión la concurrencia concertada y temporal de más de 20 personas, con finalidad determinada.

3. Son reuniones ilícitas las así tipificadas por las Leyes penales.

Artículo tercero.
1. Ninguna reunión estará sometida al régimen de previa autorización.

Artículo quinto.
La autoridad gubernativa suspenderá y, en su caso, procederá a disolver las reuniones y manifestaciones en los siguientes supuestos:

a) Cuando se consideren ilícitas de conformidad con las Leyes penales.

b) Cuando se produzcan alteraciones del orden público, con peligro para personas o bienes.

c) Cuando se hiciere uso de uniformes paramilitares por los asistentes.

Tales resoluciones se comunicarán previamente a los concurrentes en la forma legalmente prevista.

Artículo octavo.
La celebración de reuniones en lugares de tránsito público y de manifestaciones deberán ser comunicadas por escrito a la autoridad gubernativa correspondiente por los organizadores o promotores de aquéllas, con una antelación de diez días naturales, como mínimo y treinta como máximo. Si se tratare de personas jurídicas la comunicación deberá hacerse por su representante.

Cuando existan causas extraordinarias y graves que justifiquen la urgencia de convocatoria y celebración de reuniones en lugares de tránsito público o manifestaciones, la comunicación, a que hace referencia el párrafo anterior, podrá hacerse con una antelación mínima de veinticuatro horas.

Artículo noveno. 
1.- En el escrito de comunicación se hará constar:
a) Nombre, apellidos, domicilio y documento oficial de identificación del organizador u organizadores o de su representante, caso de personas jurídicas, consignando también la denominación. naturaleza y domicilio de éstas.
b) Lugar, fecha, hora y duración prevista.
c) Objeto de la misma.
d) Itinerario proyectado, cuando se prevea la circulación por las vías públicas.
e) Medidas de seguridad previstas por los organizadores o que se soliciten de la autoridad gubernativa.
Artículo décimo.
Si la autoridad gubernativa considerase que existen razones fundadas de que puedan producirse alteraciones del orden público, con peligro para personas o bienes, podrá prohibir la reunión o manifestación o, en su caso, proponer la modificación de la fecha, lugar, duración o itinerario de la reunión o manifestación. La resolución deberá adoptarse en forma motivada, y notificarse en el plazo máximo de setenta y dos horas desde la comunicación prevista en el artículo 8, de acuerdo con los requisitos establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
Artículo undécimo.
De no ser aceptada por los organizadores o promotores la prohibición u otras modificaciones propuestas, podrán interponer recurso contencioso-administrativo ante la Audiencia competente, en el plazo de cuarenta y ocho horas, trasladando copia de dicho recurso debidamente registrada a la autoridad gubernativa con el objeto de que aquélla remita inmediatamente el expediente a la Audiencia. El Tribunal tramitará dicho recurso de conformidad con lo establecido en el artículo 7 de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de protección jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona.

Derecho de Asociación
- Según el art. 22 CE :

1. Se reconoce el derecho de asociación.

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este art.  deberán inscribirse en un registro a los solos efectos de publicidad.

4. Las asociaciones solo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial motivada.

5. Se prohiben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

- Estableceremos una doble vertiente:
A) SUBJETIVA:  El derecho de asociación es un DF de las personas. Libertad de actuación con garantías.

B) OBJETIVA: Aun siendo derecho de las personas (como dº de reunión…), se fomenta la participación de las personas en un contexto democrático. Es un elemento estructural del Estado democrático.

-Su tardía constitucionalización es de finales del s. XIX  (no se proclamaba en las C.liberales) cuando empieza a aplicarse el contenido democrático a los estados. La primera constitución democrática es de 1869. A nivel europeo se produce la constitucionalización tras la IIGM.
- Artículo 22:
22.1 ( Reconoce el derecho

22.3 ( Establece requisito constitucional

22.4 ( La competencia para disolver o suspender las actividades de las asociaciones es solo del poder judicial ordinario.

22.2 y 22.5 ( Establece límites.

- El art. 22 establece un derecho común a nivel constitucional para todo tipo de asociaciones. Otros arts. tratan de asociaciones en particular (partidos políticos, asociación de consumidores…). El art. 22 es el que rige salvo disposición especial.

- Es un componente estructural básico de un estado democrático. Sin embargo el legislador no ha tenido especial cuidado en desarrollarlo. Hasta la nueva LO 1/2002 se regía por la ley preconstitucional 191/1964 (con derogaciones oportunas).

- La regulación general del art. 22 CE no ha sido un obstáculo para una regulación de asociaciones especiales (ej: 1984 asociación de consumidores y usuarios) ni para que algunas CCAA (PV 88 y CAT 97) promulgaran leyes propias de asociación (ambas impugnadas por el Gobierno Central).
Elementos configuradotes de la asociación desde el art 22

1) La asociación es una agrupación de una pluralidad de personas que manifiestan la voluntad de crear una estructura organizativa. La LO establece un mínimo de 3 personas.

2)Se ha constituir la asociación con fines específicos legales. El TC introdujo como elemento delimitador que los fines también habían de ser NO lucrativos con estructura patrimonial, societaria.... (posterior incorporación en la LO 1/2002).
Art 1.2 LO 1/2002:

El derecho de asociación se regirá con carácter general por lo dispuesto en la presente Ley Orgánica, dentro de cuyo ámbito de aplicación se incluyen todas las asociaciones que no tengan fin de lucro y que no estén sometidas a un régimen asociativo específico

Art 1.3 LO 1/2002:

 Se regirán por su legislación específica los partidos políticos; los sindicatos y las organizaciones empresariales; las iglesias, confesiones y comunidades religiosas; las federaciones deportivas; las asociaciones de consumidores y usuarios; así como cualesquiera otras reguladas por leyes especiales.
Las asociaciones constituidas para fines exclusivamente religiosos por las iglesias, confesiones y comunidades religiosas se regirán por lo dispuesto en los tratados internacionales y en las leyes específicas, sin perjuicio de la aplicación supletoria de las disposiciones de la presente Ley Orgánica.

3) Carácter estable y permanente,  bien de duración indefinida o determinada. Se diferencia las asociaciones de las meras concentraciones o del ejercicio del derecho de reunión.
4) Titularidad: El art 22 no lo concreta. Hace pensar que todos (pf,pj,priv,púb,) son titulares y que los extranjeros en principio también tendrían la titularidad del derecho. Ahora bien, la LO 4/2000 parte de la titularidad a los no nacionales pero con el requisito de haber obtenido la autorización de estancia o residencia en el Estado español. (este es uno de los motivos por los que se re recurre la constitucionalidad de esta ley).

5) Otras limitaciones ( Art 3 LO 1/2002:
- Las Fuerzas Armadas no pueden formar parte en las actividades de los partidos políticos ni los sindicatos pero si pueden crear asociaciones de defensa de sus intereses económicos y sociales inherentes a la profesión.
- Los jueces, magistrados y Fiscales tienen restringido este derecho únicamente cuando estén en activo. El art 127 CE remite a una ley para que regule las asociaciones de carácter profesional de fiscales, jueces.

- La LOTC solo prohíbe a los Magistrados del TC desempeñar cargos directivos en las partidos políticos y en los sindicatos. 

- El Defensor del pueblo no se pude afiliar a partidos políticos.

- Los menores no pueden crear asociaciones infantiles o juveniles vinculadas a partidos políticos y sindicatos. No crear pero si formar parte de ellas. 
- Los menores no emancipados mayores de 14 años necesitaran el consentimiento paterno o de sus representantes. Se limita el ejercicio del derecho porque desde el pto de vista del ordenamiento internacional se contempla en derecho de asociación de los menores sin ningún tipo de limitación al consentimiento paterno (precepto acutalM impugnado)
6) Contenido del derecho:

- El art. 22 CE reconoce, en términos positivos y desde el pto de vista de la persona individual, el derecho a:

a) A crear una determinada asociación y a participar en la misma

b) A crear una estructura orgánica interna y darle unas normas de funcionamiento

c) A incorporarse voluntariamente a las asociaciones que ya existen.

d) A desempeñar todas las actividades oportunas para lograr los fines de la asociación. 

- El TC ha considerado también este derecho en negativo (ej: derecho a no participar en las asociaciones existentes). Esta doctrina posteriormente se ha integrado en la LO:
- LO art 2.3: Nadie puede ser obligado a constituir una asociación, a integrarse en ella o a permanecer en su seno, ni a declarar su pertenencia a una asociación legalmente constituida.

- En el caso de la adscripción forzosa (ej: colegios profesionales, cámaras agrarias) el TC consideró que no afectan a la vertiente negativa del derecho de asociación porque son asociaciones excepcionales con ubicación en otros preceptos constitucionales y el requisito de la adscripción forzosa se relaciona con la consecución o no de los fines de la entidad.
Requisitos del derecho de asociación del art 22 CE 
1) La inscripción a efectos de publicidad (  La inscripción no es un acto de autorización, solo se pone en conocimiento de la administración la existencia de una organización que ya existe en base al art 22 CE. 

- Es una reacción al régimen anterior para impedir que el registro ejerciera un control previo de oportunidad.
- La asociación tiene personalidad jurídica y capacidad de obrar desde el momento de su constitución por parte de sus fundadores (mínimo 3) en el acta fundacional. (lo contrario en los partidos políticos: necesaria inscripción para per.jur)

- Se da publicidad a la existencia de una asociación y garantía frente a 3ºs a sus estatutos que también se han de registrar.

- Si no está inscrita, si hay algún problema responderán solidariamente los socios fundadores o los promotores de la asociación con todos sus bienes personales.
- Todo (suspensión, disolución…) ha de quedar reflejado en el registro correspondiente.

2)Organización interna democrática:

- Según el art 2.5 de la LODA la organización interna y el funcionamiento de las asociaciones deben ser democráticos, con pleno respeto al pluralismo. Serán nulos de pleno derecho los pactos, disposiciones estatutarias y acuerdos que desconozcan cualquiera de los aspectos del derecho fundamental de asociación.
- Problemas: justificación de la democracia interna en relación a los partidos políticos y sindicatos:
- Los partidos políticos, en la medida que instrumentan el derecho de participación de los ciudadanos, ya cumplen estas exigencias democráticas

- En STC de 1998, en relación al requisito democrático de la ley de asociaciones vasca del 88, deja en el aire la constitucionalidad o no de este requisito. Actualmente hay una ley catalana de asociaciones en recurso.
( En contra de esta exigencia, nos encontramos que en cuanto impone un límite al libre ejercicio del derecho de asociación habrá de pasar el test de razonabilidad,  racionalidad y proporcionalidad
( A favor se entiende que el derecho de asociación es una específica manifestación del art 9.2 CE. En la medida que se fomenta la participación al estado democrático se han de respetar las reglas internas del juego.
3) La Disolución de las asociaciones o suspensión de las actividades solo puede llevarse a cabo mediante resolución judicial motivada (22.4 CE)
- El poder judicial ordinario es el único órgano competente para suspender/disolver. NO es el TC, incluso en el tema de los partidos políticos (sala especial del TS).

- El TC puede estudiar vulneraciones del derecho de asociación, pero quien disuelve es el poder judicial ordinario.

- En todo caso la administración no puede hacer nada para suspender o disolver una asociación. La administración solo puede llevar a cabo un control formal de requisitos en el momento del registro. Si se entiende que puede haber algún indicio de ilegalidad se lo ha de comunicar al juez ordinario competente o al ministerio fiscal.

Asociaciones inconstitucionales

- Art 22.2 CE: “Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales”.
- En asociaciones que vayan en contra de una normativa legal

- Que persigan fines que no sean ilegales no quiere decir que acaten la CE totalmente porque pueden perseguir fines no regulados o regulados en sentido contrario. (ej: asociación de Catalunya independiente!)

- El art 515 CP enumera las asociaciones ilegales (las que tengan por objeto cometer delito, bandas terroristas, paramilitares, de discriminación….) (ej: asociación para matar al rey a la leti!!)

- La responsabilidad penal individual no se puede extender a la organización (valoración por juez en el proceso penal)
- Art 22.5 CE: “Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar”
- En asociaciones con un fondo político.
- Por asociaciones secretas se entiende aquellas que la voluntad de sus miembros sea mantenerla en secreto.

- Las asociaciones paramilitares son aquellas que su estructura interna o funcionamiento se asemeje a una asociación militar y no civil.

- Se pretendía exaltar la misión del ejercito dejando al margen los grupos paramilitares

Derecho de petición

-Según el art 29 CE: 

29.1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley.
29.2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos Armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación especifica.

- Estaba regulada por una ley preconstitucional hasta una LO del 2001 que reguló la materia.

- Hay que relacionarla con el art 77 CE al establecer que :

1.Las Cámaras pueden recibir peticiones individuales y colectivas, siempre por escrito, quedando prohibida la presentación directa por manifestaciones ciudadanas.

2. Las Cámaras pueden remitir al Gobierno las peticiones que reciban. El Gobierno está obligado a explicarse sobre su contenido, siempre que las Cámaras lo exijan.

- El derecho de petición implica al derecho de todas los españoles  (LO dice ciudadanos, prescindiendo de su nacionalidad) de dirigirnos a los poderes públicos (administración, autoridad,…) para solicitar alguna actuación.
- El derecho se acaba en la solicitud. Los poderes públicos no están obligados a hacer lo solicitado. La LO ha establecido, fuera del contenido esencial del derecho, que los poderes públicos competentes para resolver en su caso tienen la obligación de contestar en el plazo de 3M. Pueden negarse de forma motivada.

T9.  LOS DERECHOS SOCIALES Y ECONÓMICOS
Momento de aparición

( La primera positivización (fin s. XVIII- sXIX) es propia del estado liberal donde se reconocen derechos básicos: la libertad, igualdad y propiedad.

La idea de DF surge como límite al poder (se ceden unos poderes al Estado en forma de competencias y se reservan otros). Son ámbitos de libertad que los ciudadanos se reservan frente al poder del Estado.

- Lo característico de esta época es que estos derechos por el mero hecho de proclamarse constitucionalmente no eran efectivas sino que tenían un valor meramente pragmáticos. Para su eficacia necesitaban de una legislación.

( La segunda fase  es el Estado democrático. Se empieza a reconocer el derecho a participar en las decisiones del Estado mediante los derechos de participación (voto, asociación...) en la vida política de ese Estado. Son derechos que se configuran no frente al Estado sino que se actúan en el ámbito estatal.

( La última etapa es el Estado Social (estado de gastos, administrador, interventor). Se caracteriza por ser interventor en la vida social y económica porque se constata que existen desigualdades que sólo el Estado puede corregir.

Este estado social implica:

1) El postulado social: afecta a los derechos ya existentes y a sus fundamentos

2) La aparición de un nuevo tipo de derechos: derechos Sociales. 

Principio Social

(
- El principio social lo primero que hace es afectar a los derechos que ya había. Les afecta desde una doble perspectiva:

a) Instrumental: Los afecta desde una perspectiva externa. Los derechos del Estado liberal se predican por ser un límite al poder. EL Estado NO puede intervenir (abstención estatal)

Así, el principio social hace que el Estado intervenga e incida en la mejora de la eficacia o del ejercicio de estos derechos liberales clásicos-Ejemplo: libertad religiosa o la  intervención de las FCSE para garantizar el derecho de reunión.
b) Sustantiva: El principio social transforma los derechos (los devalúa) del Estado liberal. Se delimita su contenido a la función social de ese derecho. Ej: derecho a la propiedad o derecho a la libertad de empresa.

En el reconocimiento de estos derechos en donde pivota el reconocimiento de la Constitución económica  (conjunto de normas que permiten la intervención del Estado en la economía y la regulan)

- Ejes de la C. económica: 
1) Reconocimiento de los derechos de la propiedad privada y libertad de empresa

2) Título VII CE

3) Cap III Titulo I

- La premisa del reconocimiento es la transformación de algunos derechos clásicos (su devaluación) y así posibilitan que la intervención del Estado no choque directamente con ellos. La CE plasma esa incidencia.

( Afectación del principio social a los derechos liberales

Propiedad Privada

- El art 33 CE:
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

- El artículo 33 se reconoce como un derecho subjetivo:

En el estado liberal era:

a) poco menos que un derecho absoluto. Se reconocía un ámbito de libre disposición del derecho (casi ilimitado)

b) Un elemento que identificaba un cierto estatuto de ciudadanía. Los titulares del poder eran la nación (separado de la sociedad). El derecho a voto lo ejercían los propietarios.

- En el constitucionalismo social sigue siendo un derecho subjetivo y un DF pero un tanto devaluado. Pierde por completo el hecho que la propiedad identifique un estatuto de ciudadanía más o menos cualificado.

- El art 348 CC reconoce ese carácter subjetivo del derecho (su pleno goce, disfrute y disposición) con el único límite de lo que dispongan las leyes.
- Está devaluado por:

1) Se recoge en la sección 2ª (sistema de protección ordinario, reserva de ley y no LO, reforma C.ordinaria, protección jurisdiccional ordinaria, por si mismo no es objeto de recurso de amparo…)
2) Función social: No es un límite externo, sino que es un elemento que delimita su contenido constitucional. El derecho se reconoce siempre que se someta a la función social. Se entiende que al titular se le imponen una serie de deberes y obligaciones dirigidos a satisfacer el interés social (se ejerce el derecho en las obligaciones que te impone el poder público)

- Esa función social no puede solo limitar, sino también privar de su uso al titular. Aquí es cuando entra el instituto de la expropiación del art 33.3 CE para el que se requiere una NECESIDAD SOCIAL.
- Por tanto, el fin de la expropiación será de utilidad pública o interés social. No se exige que el bien pase de manos privadas a manos públicas. Ejemplo: AVE, FÓRUM
- Al titular que se le priva se la ha de indemnizar con un justiprecio. 

- La expropiación ha de llevarse a cabo con los mecanismos legalmente dispuestos.

- A parte de la reserva de ley del art 33.3, el TC ha avalado la constitucionalidad de las expropiaciones mediante leyes especiales con menos garantías o incluso con decreto ley (caso rumasa)

Libertad de Empresa

artículo 38

Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado.

Los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y, en su caso, de la planificación.

- En el estado liberal se concebía como un derecho casi absoluto.

- La CE reconoce este derecho pero delimitándolo a la función social. Este derecho implica el derecho de iniciar cualquier tipo de actividad empresarial..(dirigirla, organizarla…)

- Ahora bien, se limita por muchos de los principios rectores del Cap III (progreso económico, derechos de los consumidores, derechos de información..).

- Desde un pto de vista externo, la normativa (horarios legales, días festivos, normativa de la UE…) complica el ejercicio y el contenido de este derecho. Desde el pto de vista interno está limitado por los derechos de los trabajadores…

- Sustantivamente se ve limitado por el interés general y otras exigencias de carácter económico (planificación o productividad).

( Afectación del principio social a los derechos democráticos

- El estado democrático reconoce el pluralismo y la participación referidos a la esfera pública (intervención del pueblo en el proceso de toma de decisiones).
- El principio social les añade otros contenidos. No solo el pluralismo y la participación política, sino también añade contenido social, cultural, lingüístico o económico. Ejemplos: sindicatos, asociaciones empresariales…La democracia no va a ser solo política sino social y económica-

( 

- El constitucionalismo social reconoce un nuevo tipo de derechos: derechos sociales.

- Hay algunos derechos que aparecen de forma aislada antes del constitucionalismo social (ej: derecho de los trabajadores en la C. Soviética de 1918 o derechos sociales de la C. Mejicana de 1917).

- En el ámbito europeo los derechos sociales aparecen en la C. Weimar de 1919 (derecho al trabajo, calidad de vida…)

- El texto europeo pionero fue la CE de la IIR de 1931. Contempla un gran ámbito de derechos antes no contemplados (derechos de la familia, trabajadores…).

- La generalización de estos derechos se produce a partir de la IIGM. Las C. mas prototípicas son:

( la C. Italiana de 1947: Es la que tiene más regulado el principio social. 

( la C. Portuguesa de 1976: Es la más significativa a los efectos de ver cuales son y con que intención se recogen.

- El constituyente del 1978 recibe de aquí mucha influencia (también de la C. Italiana). Incluso incorpora una cláusula conforme la cual el reconocimiento a este nuevo tipo de derechos será un límite material a cualquier reforma de la C que se lleve a cabo

- A nivel internacional también se ha llevado a cabo un proceso de positivización de estos derechos sociales:

1) Declaración de Philadelphia de 1944 (marco de la OIT)

- Carta de derechos sociales a favor del colectivo de los trabajadores
2) DUDH

- Pese a considerar algunos derechos sociales (salud, familia….)

- Se completa con el Pacto Internacional de D Sociales y Culturales de 1966 (con carácter programático sin garantías internas) y la Carta Social Europea de 1961 (reconoce derechos de los trabajadores)

- No es hasta el 1989 que se proclama una Carta de DF sociales de los trabajadores. Se introduce esta declaración de derechos fuera de las disposiciones del tratado (eficacia limitada). En la UE estos derechos solo se proclaman como correcciones a las disfunciones del mercado.

Derechos sociales en la CE

- Desde el pto de vista constitucional nos encontramos con que por derechos sociales no se identifican un tipo concreto de derechos de una misma naturaleza, sino que es una formula externa para identificar un cto de derechos que tienen una diferente estructura, elementos pero que algunos elementos comunes permiten identificarlos como derechos sociales (multiplicidad de tipos de derechos y categorías). Se trata de unificar distintos derechos con un solo nombre.
- Por tanto, para identificarlos, hay que buscar los rasgos comunes:
- Perspectiva subjetiva: Son derechos que se dirigen a la persona en un específica condición social, ec. o cultural (dimensión cualificada de la persona: trabajador, juventud, tercera edad..., no como simple persona) El titular es la persona cualificada por pertenecer a un determinada colectividad social. Pretenden la igualdad.

- Desde la perspectiva objetiva además estos derechos son normas a través de las cuales el Estado lleva a cabo su función de equilibrio y moderación de las disfunciones sociales y económicas. 

- Son derechos que NO se conciben sin el Estado (intervención estatal bien reguladora o por prestación de un determinado servicio para satisfacer el derecho)

- Pasamos a derechos POR EL ESTADO. Son derechos que no se pueden ejercitar si el Estado no realiza una actuación. Se satisfacen por la actuación de los poderes públicos.
= En los derechos sociales prevalece la versión objetiva. Es ante todo una norma que se impone al Estado para que pueda existir esa versión subjetiva .Se invierte la prevalencia:

= antes tu podías actuar los derechos por ti mismo, pero en el ámbito social esos derechos se proclaman como mandatos de los poderes públicos. Es decir, es a partir de la prestación de los poderes públicos cuando podemos ejercer la dimensión subjetiva del derecho. En cambio, en los DF tenemos el derecho con independencia de que el estado haga algo.
- El sustrato común de estos derechos es que:

a) Se predican del individuo por sus determinadas características económicas, sociales o culturales

b) Llevan implícito un mandato a los Estados para que realicen determinadas actuaciones sin las cuales el derecho no tendría ningún sentido.

-Criterios para determinar si estamos ante un Derecho social:

1) Criterio de la titularidad

- Los derechos sociales hacen referencia a un determinado grupo de personas englobables por unas determinadas características económicas, sociales o culturas (pertenecen a una determinada colectividad)

- Unos tienen como finalidad la protección de intereses de la colectividad o difusos (ej: derecho al medio ambiente) y  otros mejorar la situación cultural, social o económica del grupo de personas más desfavorecidas (ej: protección de la infancia, juventud, derecho de los consumidores…)

- No son derechos universales que se refieren a todas las personas por igual en la medida en que tienen en cuenta la específica condición de la colectividad (ej: si no eres  trabajador no puedes ejercer el derecho de huelga en base al contrato)
2) Criterio del contenido prestacional

- Estos derechos imponen a los poderes públicos la obligación de otorgar unas determinadas prestaciones en positivo a favor de estas personas.
- La prestación o la actividad que deben realizar los poderes públicos, en relación a los tradicionales derechos de libertad, es un elemento externo al reconocimiento de ese derecho. Cualquier derecho de libertad clásico puede ejercerse sin necesidad de que exista esta acción del poder público (ni en forma de ley ni en forma de actuación concreta: ej: libertad religiosa).

-Ahora bien, la prestación en los derechos sociales es un elemento interno a la propia definición constitucional de ese derecho. Predomina más la vertiente objetiva que la subjetiva. Solo realizando estas prestaciones puede existir el derecho. Si no se hace no puede existir.

Estos criterios de identificación son determinantes para saber si estamos o no ante un derecho de carácter social porque la sistemática que hay en la CE viene relacionada con el sistema de garantías de estos derechos, de tal manera que podemos encontrar:

· en la Sección 1ª encontraremos derechos de libertad y derechos sociales (huelga,sindicación…) 

· en la sección 2ª encontraremos derechos de libertad y derechos sociales (derecho al trabajo, derechos laborales…). 
· La mayoría de los derechos sociales aparecen en Capítulo III (principios rectores de la política social y económica). No todo lo que hay en este capítulo son derechos.
 Derecho a la educación
- Se utiliza el criterio prestacional para saber si estamos ante un derecho de carácter social.
artículo 27

1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto a los principios Constitucionales.

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento de las leyes.

9. Los poderes públicos ayudaran a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

( Derecho a la educación:
- La primera regulación que hay del tema educativo responde a la premisa de controlar (antes lo dirigía la iglesia)

- Se habla de derecho a la educación como derecho social cuando pasa a generalizarse, a predicarse que es un derecho para todos, no solo unos pocos. El Estado pasa a asumir la regulación del sistema educativo y debe establecer medios suficientes y una infraestructura para hacerla efectiva a todos.

- El art 27.1 CE proclama el derecho el 27.5 establece que es una competencia de los poderes públicos (se generaliza). 
- La prestación consiste en crear escuelas y programar la enseñanza de una forma básica. Sin embargo, la CE también reconoce que los poderes privados pueden crear centros docentes (27.6).

- Esto no quiere decir que haya un doble servicio. La enseñanza compete al Estado que es que ha de garantizar su programación general en condiciones de igualdad. En lo referente a centros privados, el Estado ha de controlar y homologar lo que se hace en esos centros.

- La CE reconoce el derecho a la educación convirtiéndolo en una obligación cuando se refiere a la educación básica. Ha de ser gratuita. El derecho se convierte en un deber (27.4).

- Los fines de la labor educativa (27.2) son el desarrollo de la personalidad humana en el respeto de los principios democráticos de convivencia.
( La libertad de enseñanza del 27.1 (diferente al derecho de educación) se refiere a que el constituyente condiciona el ejercicio del DF a la educación en un sistema educativo regido por la libertad de enseñanza. 

- Esta libertad garantiza los principios del pluralismo y libertad en los centros y en los centros docentes.

- Esta libertad se manifiesta a partir de derechos subjetivos:

1) Derecho a crear centros docentes (27.6)

2) Derecho a los padres a elegir la formación de sus hijos (27.3)

3) Derecho a la libertad de cátedra (20.1.c)

Derecho a crear centros docentes

- Todo persona (fis/jur) tiene derecho a crear centros docentes dentro del respeto a los principios constitucionales (único límite) tanto en las competencias del Estado como de otras competencias.

- Es una especial concreción de lo que es la libertad de empresa del art 38 CE.

- Según el TC, desde 1981, existe también el derecho a establecer un ideario (proyección de la ideología de ese centro)
Derecho de los padres a elegir la formación de sus hijos
- Se relaciona con el derecho anterior. Es un derecho circunscrito para recibir la formación religiosa y moral. Se amplia a ética, filosófica….

- Este derecho es un deber teniendo en cuenta el 39.3 CE por el que los padres deberán prestar asistencia en todo momento a los hijos menores .

Derecho a la libertad de cátedra

- La titularidad la tienen todos los profesores no solo de los catedráticos. Es un derecho de libre expresión para expresar lo que consideren en relación con la materia objeto de su docencia.

- Es un derecho de libre expresión pero se concibe también en el ámbito educativo.

- Es un derecho material porque sólo existe cuando media una relación laboral.

- Su contenido es amplio pero limitado por condicionamientos internos: 

-la información ha de ser contrastada
- la disciplina a impartir

- derecho a la educación.

- NO es un derecho de los profesores la facultad de evaluar sino que es un derecho de los estudiantes. Tampoco es un derecho de los profesores elegir cual es la asignatura ni elegir la lengua vehicular.
Derecho de sindicación
- La titularidad de este derecho social  viene determinada por el criterio de la titularidad ( a los trabajadores

- El art 28 CE es una concreción del derecho de asociación que se reconoce a favor de los trabajadores para la protección de sus intereses económicos y laborales.

- Desde la vertiente positiva está la libertad de afiliarse a las asociaciones ya existentes, libertad de de crear sindicatos, de otorgar estructura interna en libertad…

- Desde la vertiente negativa significa que nadie está obligado a sindicarse.

- La CE establece unas limitaciones a determinados sujetos a la hora de ejercer este derecho: las fuerzas armadas o cuerpos sometidos a disciplina militar, los funcionarios públicos como los jueces y magistrados en activo, y los extranjeros están sometidos a la tenencia de los papales de residencia legal.
artículo 28.1
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a las Fuerzas o Institutos Armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o afiliarse a las mismas.

Nadie podrá ser obligado a afiliarse a un sindicato.

Derecho de Huelga

- La titularidad de este derecho social  viene determinada por el criterio de la titularidad ( a los trabajadores.

- El constituyente otorga el máximo rango a un instrumento histórico de reivindicación de los trabajadores cuyo contenido esencial supone el cese de las actividades laborales sin que pueda reputarse como un incumplimiento del contrato

- Su único límite es la garantía de los servicios esenciales de la comunidad. Hace una referencia al legislador para que concrete, pero el legislador no lo ha hecho en tanto en cuanto sigue vigente un RD preconstitucional ( RD de 1977).
- Para saber cuales son los servicios esenciales de la comunidad hay que estar a la casuística. Los servicios esenciales son todas aquellas actividades necesarias para el buen funcionamiento de una comunidad.
28.2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad
Derecho al trabajo (art 35 CE)
- La titularidad de este derecho social  viene determinada por el criterio de la titularidad ( a los trabajadores.

- Es un derecho difícil de concretar. Significa que es un derecho de acceso al puesto de trabajo siempre que se cumplan los requisitos de capacidad y sin que pueda establecerse discriminación. También es un derecho de permanencia, de tal manera que se ampara la posibilidad de no ser despedido sin una causa suficiente.
- Según la doctrina este derecho da un mandato a los poderes públicos para que desarrollen una política plena de empleo.

artículo 35

1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

- Otros derechos que la CE proclama a favor de los trabajadores:

( Derecho de negociación colectiva (art 37 CE)

( Medidas de seguridad en el trabajo, vacaciones remuneradas… (art 40 CE)

( Asistencia por desempleo o el Régimen público de la SS (art 42 CE)

( Asistencia para los españoles que trabajen en el extranjero (art 42 CE)…

Son derechos dirigidos a satisfacer los intereses o derechos de los trabajadores y mejorar su situación económica y social.

Principios rectores de la política social y económica (Capit III, tit I)
- El constituyente no enuncia este conjunto de normas como derechos económicos o sociales. En pocas ocasiones  se refiere a las materias tratadas como derechos: solo en salud, medio ambiente, vivienda y consumidores.

- Así se integran mandatos al legislador o principios de actuación/ fines del Estado.

- A través del mandato se obliga al legislador para que promulgue una ley que regule esos principios y sean recurribles ante los tribunales

- Los fines de actuación enuncian políticas de protección del Estado (central, CCAA, entes locales).

Garantías a los derechos de carácter social

- El sistema de garantías no está determinado en función de la naturaleza del derecho. Un condicionante es la concreta ubicación del derecho. No son garantías idénticas para todos los derechos sociales, sino que dependerá donde está ubicado el derecho.
( Educación, sindicación, Huelga: Capítulo II sección I: tienen todas las garantías máximas y reforzadas (reserva de LO, recurso de amparo, defensor de pueblo, protección jurisdiccional ordinaria, reforma agrabada…)

( Derechos laborales, negociación colectiva (ej) : Sección II: igual que los de la sección I pero con un poco menos de intensidad (contenido esencial, reserva de ley ordinaria, actuación del defensor del pueblo, reforma ordinaria…)

( Derechos sociales del Capítulo III: se establece un sistema de garantías diferenciado: Art 53.3
53.3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Solo podrán ser alegados ante la jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.
- Desde el pto de vista de la vinculación:

- Cuando dice “informarán” no quiere decir que no sean normas vinculantes. Los poderes públicos deben cumplir y están vinculados por estas normas.

- Se dice “informarán” por razones técnicos debido a la imprecisión de los términos en que se formulan estos derechos del capítulo III, por razones económicas debido a que requieren presupuestos para ser efectivos, por razones políticos debido a que son derechos novedosos…

- Desde el pto de vista de la eficacia:

- Son un prototipo de normas con eficacia indirecta, requieren de un acto de intermediación para ser efectivos. Requieren de una ley que los desarrolle (entendido en sentido amplio o estricto según cada parte de la doctrina)

- Muchos de estos principios rectores actúan como límites a DF, por tanto interpretamos que lo que se establece es una reserva de ley, que será imprescindible para hablar de estos derechos sociales (cap. III)  tales como derechos. 

- El papel del legislador es más importante en este caso que no en el desarrollo legal del Cap II porque convierte los enunciados del capitulo III en auténticos derechos subjetivos exigibles ante los tribunales.

- Al relegar a la ley la eficacia de estos derechos se corren riesgos tales como situar la eficacia de los derechos en un ámbito infraconstitucional o como que no hay ningún medio para actuar contra la omisión del legislador en el desarrollo de estos derechos (no cabe recurso por omisión)

- Desde el pto de vista del contenido:

- No hay un contenido esencial, pero si mínimo que se extraiga de la literalidad de la norma constitucional (ej: régimen público de la seguridad social: el legislador podrá regular la SS como quiera, pero siempre de forma pública)
Conclusión:

- Por mucho que se diga que la CE es muy avanzada porque reconoce muchos derechos sociales, ese reconocimiento es muy embrionario, casi tanto como el que daban las constituciones liberales a sus derechos clásicos.

T11. LOS DEBERES CONSTITUCIONALES

La CE acoge un conjunto de deberes en sentido propio.
Deber de observancia de los principios constitucionales

- Se deriva de la formulación del principio de constitucionalidad. 

- Dentro del TIT I “De los derechos y deberes fundamentales” y en la Sección II, Cap II “de los derechos y deberes de los ciudadanos”:

( Deber de defender a la patria (art 30 CE)

( Deber de sostenimiento de los gastos públicos (art 31)

( Deber recíproco de los cónyuges en el matrimonio (art 32)

( Deber de trabajar (art 35)

- No todos aluden a los ciudadanos (EJ: en la CCAA: deber de auxilio mutuo) ni se contienen en todos en el capítulo II:

- En la sección primera (deber de la enseñanza básica del art 27) o en el cápitulo III (deber de los padres respecto a los hijos del art 39 o el deber de protección de la salud….)

- En el título preeliminar tenemos el deber de conocer las lenguas oficiales (art 1.3)

- En el Título III: deber a comparecer ante las comisiones de investigación (art 76.3)
- En el Título VI: deber de acatar las resoluciones judiciales firmes (art 118)….

- Cuestiones problemáticas:

Contenido: se formula el deber pero no se da un contenido concreto. 
Vinculación: no se impone sanción en caso de incumplimiento.

- Para obtener algún tipo de operatividad hemos de separa lo que son deberes constitucionales y los que no son:

( El Deber constitucional es autónomo, exigible frente a todos y por todos. NO ha de ser consecuencia del ejercicio de un DF ni de lo que se deriva de la garantía constitucional  ni del ejercicio de competencias que la CE atribuye a determinados poderes públicos.
- Por tanto, no son deberes los del art 32 (relación con la asistencia mutua dentro del matrimonio) ni los del 39 (en relación con la relación paternofilial) ya que responden al interés de regular det. Institutos de carácter privado garantizando el principio de igualdad  y la proclamación de la aconfesionalidad del Estado.
- Tampoco son los que se puedan extraer del art. 76.3 o 118 pq son obligaciones que se pueden imponer al ciudadano pero como consecuencia del ejercicio de competencias constitucional CE

- Los deberes constitucionales son:

1) Conocimiento del castellano

2) Enseñanza básica

3) Defender a España (30.4)

4) Sostenimiento de los gastos públicos (31)

5) Deber de trabajar (35)

6) Conservar el medio ambiente (45)

- Estos deberes otorgan al Estado los medios necesarios para cumplir sus fines y legitimar al legislador a imponer sanciones en caso de incumplimiento. Estos deberes no podrían exigirse si no hay ley que los imponga

- El ciudadano solo es un destinatario final porque el principal destinatario es el Estado, poderes públicos y legislador. Por eso, estos deberes, mas que una norma son un mandato al legislador que actuará con discrecionalidad.
Defensa de la patria
- Los españoles (hombres) tienen el derecho y el deber de defender a la patria (art 30)
- Al hacerse profesional el ejercito queda sin operatividad este deber

El deber de educación básica

- Hoy en día está localizado entre los 3 y los 16 años.

Deber de trabajar

- 35.2. Hoy por hoy es un deber que no se puede exigir  ya que el Estado:

1)no puede ofrecer medios para hacerlo efectivo (solo puede en el ámbito público) en un régimen de economía de mercado.

2) El deber al trabajo viene acompañado por el derecho a elegir si se ejercer el derecho al trabajo o no 

Deber de conservar el medio ambiente

- Este si es un deber efectivo siempre que esté desarrollado por el legislador y funcione como límite  a determinados DF (ej: libertad de empresa o propiedad privada)

Deber de contribuir a los gastos públicos

- La CE lo condiciona al carácter no confiscatorio de los impuestos o los principios de igualdad y progresividad

- No pueden imponerse impuestos a determinadas situaciones (ej: tabaco) según la CE, pero el TC ha avalado estos impuestos.
T12. LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

- La suspensión de los derechos
- La CE prevé la suspensión del régimen jurídico general de los derechos. Hace referencia a situaciones de extrema gravedad o excepcionales.

- Es una garantía ya que se contempla a que derechos pueden afectar y en que situaciones. No hay una habilitación en blanco a favor de las autoridades.

- El art 55 CE establece el régimen general. Hace referencia a dos situaciones:

1) Objetiva: Dadas determinadas circunstancias de forma generalizada se suspende los derechos

2) Subjetivas: Referidas a la suspensión de determinados derechos a determinados individuos (suspensión individual)

artículo 55

1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5, artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la declaración del Estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de Estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17, apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas.

La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal, como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

- La suspensión General
- Se debe llevar a cabo cuando estén vigentes el estado de sitio o excepción
- La declaración de estos estados ha de seguir unas reglas comunes:

1) Responden a causas extraordinarias que afecten a la normalidad constitucional. Estamos en una situación transitoria con duración limitada y se han de adoptar todas las medidas posibles para restablecer la normalidad perdida.

2) La declaración no suspende o interrumpe el normal funcionamiento de las instituciones básicas de un Estado (ejecutivo restablece el orden, judicial garantiza el ejercicio de las medidas y el legislativo coopera)

3) Régimen de responsabilidad patrimonial del Estado en caso de abuso de poder. Extensible a la situación colectiva o individual en caso de abuso de poder.

ESTADO DE ALARMA: (LO 4/81 de 1 de Junio)
- A este derecho NO se refiere el art 55, pero conlleva las limitaciones de algunos derechos. 
- Procede su declaración en caso de catástrofes o calamidades, en crisis sanitarias, en la paralización de los servicios esenciales de la comunidad o en situaciones de desabastecimiento de productos de primera necesidad
- El competente para declarar el estado de alarma es el GOBIERNO en RD acordado en Consejo de Ministros

- NO puede superar los 15 días. Una vez adoptado el Gobierno debe dar cuenta al Congreso de los Diputados de las medidas y de la parte del territorio que afecta

- Se puede limitar la libertad de circulación de bienes, personas o vehículos, se pueden intervenir industrias, se puede realizar requisas, racionar el consumo o la distribución de bienes de carácter primario….

ESTADO DE EXCEPCIÓN

- Procede declararlo cuando hay un grave peligro de alteración del normal funcionamiento de las instituciones básicas del Estado o servicios públicos o en general todo lo que pueda afectar al mantenimiento del orden público

- Competente: El GOBIERNO debe pedir autorización al Congreso de los Diputados, que la otorga por mayoría simple. En la autorización se debe detallar las causas que lo motivan, las medidas a adoptar y a que parte del territorio.

- Si el Gobierno pretendiera cambiar alguna medida enunciada al Congreso debe pedir nuevamente autorización.

- La duración es de 30 días prorrogables a 30 días más.

ESTADO DE SITIO

-  Procede cuando hay un grave riesgo para la soberanía o independencia del estado que no pueda solventarse por ningún otro medio de carácter constitucional.

- Competente: El CONGRESO DE LOS DIPUTADOS por mayoría absoluta a propuesta del GOBIERNO.
- Durante un estado de sitio determinados delitos pueden someterse a la jurisdicción militar y también se puede proponer a una autoridad central militar que ejecute las órdenes del Gobierno y los términos declarados por el Congreso de los Dip.

Derechos de libertad y seguridad personal

- En el estado de sitio  y excepción se pueden suspender los derechos del 17.2. Se puede proceder a la detención de cualquier persona cuando las FCSE crean que es necesaria para el mantenimiento del orden público sin ser necesaria sospechas fundadas. Basta con la sospecha de que esa persona puede participar en la alteración. La detención es de un máximo de 10 dias.

- Siguen vigentes el  resto de derechos del 17.3 excepto cuando se declare del estado de sitio.

- La intervención judicial es moderada la cual se ha de solicitar en un plazo de 24 horas.

Inviolabilidad de domicilio y secreto de las comunicaciones

- En ES y EE. Se priva de la garantía de la intervención judicial. Las FCSE podrán entran en el domicilio sin intervención judicial (sospechas de alteración de orden público…). Una vez hecho el registro se comunica al juez los motivos por los cuales se han llevado a cabo.

- Se pueden intervenir las comunicaciones sin autorización judicial. Una vez intervenidas se comunica al juez.

Libertad de circulación

- Puede quedar afectada en la medida que la autoridad competente sea civil (vigencia de un estado de excepción) o militar (vigencia de un estado de sitio). Se puede prohibir y controlar todo tipo de transportes y personas o mercancías.
Libertad de expresión y el derecho a la información

- En ES y EE. Se puede prohibir la difusión de programas de radio….sin autorización judicial.

Libertad de reunión y manifestación

- Supone proceder a la solicitud de autorización para poder manifestarse. El poder público podrá disolverlas o suspenderlas (incluso con autorización)
- No afecta en las reuniones o manifestaciones de partidos políticos, sindicatos o colegios profesionales

Derecho de huelga

- Se puede prohibir directamente

Suspensión Individual de los derechos

- Reflejado en el art 55.2 CE. Permite la adopción de legislación de emergencia en base a las actividades de determinadas organizaciones (banda armada, terrorista o delincuentes organizados)
- En España se dicta una LO en el año 80 que regula esta suspensión . Es declarada inconstitucional por el TC. La LO de 1988 reforma preceptos de la LECr y introduce estos elementos.
- Esta suspensión afecta a la suspensión de determinados derechos:
( Tiempo de detención preventiva: de 72 h pasa a 48 horas más con autorización judicial dentro de las primeras 24 horas de detención. También se hace referencia a la  incomunicación (en relación a informar donde se está detenido..), asistencia letrada..

( La inviolabilidad de domicilio.  Cabe hacerlo sin autorización judicial. Posteriormente se le comunica.
( El secreto de las comunicaciones Cabe hacerlo sin autorización judicial. Posteriormente se le comunica.

- El art 55.2 hace referencia al “adecuado control parlamentario”:

- En la LO se preveía. Hoy por hoy no existe una previsión específica más allá de los mecanismos de control ordinario que se pudieran solicitar o las comparecencias voluntarias.
-Así pues,  interviene la garantía de forma atemporal.
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